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RESUMEN EJECUTIVO 

 

En el Ecuador es fácil pasar por alto todo lo concerniente con la 

vulneración de derechos, es por eso que he realizado esta investigación con la cual 

tratando de poner una solución a la vulneración de derechos de los administrados 

que en el caso que nos compete son las farmacias independientes de la ciudad de 

Ambato que tienen grandes inconvenientes con la Agencia de Regulación, Control 

y Vigilancia Sanitaria ya que esta institución del estado hace caso omiso a la ley y 

a los derechos constitucionales. 

 

El hecho de que las Administraciones públicas resuelvan las solicitudes de 

los ciudadanos en el tiempo legalmente establecido resulta un tema ineludible en 

una época en que la incertidumbre es un agravante a cualquier situación 

económica. Se pone a manifiesto las diversas problemáticas que puede suscitar la 

aplicación del silencio administrativo, en especial el positivo, en las relaciones 

entre ciudadanos y Administraciones públicas. La tensión entre los principios de 

legalidad y seguridad jurídica que puede provocar la inactividad en el 

procedimiento muestra, con toda su crudeza, la necesidad de establecer 

mecanismos que permitan una relación entre ciudadanos y Administraciones 

basada en la confianza legítima y, al mismo tiempo, en la adecuada preservación 

de los intereses generales. Asimismo, la posible producción de daños provocados 

por la inactividad de la Administración plantea la necesidad de un estudio desde la 

perspectiva de la responsabilidad extracontractual de las Administraciones 

públicas. En este aspecto, se pone de relieve el análisis sistemático de los criterios 

jurisprudenciales sobre los efectos de la inactividad procedimental. Su 

repercusión, tanto en los estándares de actuación administrativa como en las 

consecuencias que han podido venir soportando indebidamente los ciudadanos 

justifica la conveniencia de este trabajo para abogados, empleados o servidores 

públicos. Para poder encontrar con  argumentos sólidos y útiles que, además de 

examinar críticamente las posiciones tradicionales, contribuyan a repensar los 

modelos actuales, insistiendo en la conveniencia de revalorizar la obligación de 

resolver el procedimiento, las garantías que éste comporta y la exigencia de una 

respuesta debida por parte de las Administraciones públicas. 
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INTRODUCCIÓN 

 

Todas las personas desde un inicio hemos estado evolucionando 

constantemente, así como han evolucionado los derechos a los que como seres 

humanos somos participes y es por eso la importancia de investigar los derechos 

que tenemos los ciudadanos con relación a la administración pública y la forma 

como poder hacer los reclamos necesarios para que la mala práctica del derecho 

administrativo de los servidores que se encuentran en estas dependencias por lo 

que hemos analizado el silencio administrativo que no es otra cosa que el derecho 

de petición no pronunciado en los términos de ley por la administración 

 

Capitulo I. aborda el planteamiento del tema, la problemática, la 

contextualización macro, meso, micro para poder llegar a la elaboración del árbol 

del problema con su respectivo análisis y prognosis, justificamos el tema de 

investigación para la obtención de los objetivos tanto el genera como el 

especifico. 

 

En el Capítulo II, que corresponde al Marco Teórico del Trabajo de 

Investigación, se señalará los antecedentes del estudio, la fundamentación 

filosófica, legal, sociológicas así como también realizara las categorías 

fundamentales para llegar a  las redes conceptuales y se desarrollara todo el marco 

teórico sobre el silencio administrativo en las instituciones del estado y los 

derechos de los administrados. Se manifestará también la Hipótesis del Trabajo y 

el Señalamiento de Variables. 

 

En el Capítulo III se muestra la metodología de la investigación como guía 

para llevar el estudio; de igual manera se indican los argumentos que sustentan el 

tipo y nivel de la investigación, técnicas e instrumentos, población y muestra a ser 

investigados, es decir todas las Instituciones públicas y privadas, las estadísticas, y 

la correspondiente operacionalización de variables.  

 

El Capítulo IV.- Denominado recolección de la información, en el cual se 

realizara la tabulación de la información la misma que se recaudó mediante la 
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técnica de la encuesta por medio de su instrumento el cuestionario mismo que se 

aplica los funcionarios a los funcionarios del Arcsa  a las farmacias 

independientes de la ciudad de Ambato. 

 

El  capítulo  V.-  En  el  que  se  hace  constar  las  Conclusiones  y 

Recomendaciones provenientes de dichos análisis. 

 

La solución al problema investigado, se propone en el capítulo VI.-

propuesta, donde se desarrolla un proyecto de reforma a la ley de modernización 

por considerarla una ley ambigua no pegada a la realidad de la administración 

pública. 

 

Finalmente, Se concluye con una bibliografía y los anexos que serán el 

punto de partida para el presente trabajo de investigación, los mismos que se irán 

incrementando y afianzando de acuerdo a las necesidades que se vayan 

presentando.    
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CAPÍTULO I 

 

EL PROBLEMA 

 

Tema: 

 

“EL SILENCIO ADMINISTRATIVO EN LAS ENTIDADES 

PÚBLICAS Y LA VULNERACIÓN DE DERECHOS DE LOS 

ADMINISTRADOS POR TRAMITES DE CAMBIO DE DOMICILIO EN 

EL ARCSA AMBATO”  

 

Planteamiento del Problema 

 

Según la constitución de la República del Ecuador en su artículo primero 

manifiesta que vivimos en un Estado constitucional de  derechos y justicia, social,  

democrático, soberano, independiente, unitario, intercultural, plurinacional y 

laico, en donde se respeta las normas constitucionales que van de la mano de las 

normas de derecho administrativo, pero el problema se enmarca cuando las 

entidades públicas en este caso concreto de nuestra investigación el ARCSA que 

es la Agencia de Regulación, Control y Vigilancia Sanitaria, hace caso omiso a las 

normas constitucionales y viola completamente los preceptos legales ya que al 

pedir un cambio de domicilio de una farmacia independiente, ha ocasionado 

varios errores en esta dependencia, ya que la petición reúne todos los requisitos y 

solemnidades del caso, pero al no tener una contestación dentro de los tiempos y 

términos establecidos para el efecto según la ley de modernización de estado en su 

artículo 28 que habla sobre el derecho de petición se entiende que la misma ha 

sido acogida favorablemente, sin embargo los señores funcionaros del esta entidad 

antes enunciada dan respuestas  extemporáneas las mismas que son negativas a las 

peticiones realizadas,  violando de esta manera los preceptos constitucionales por 

ende derechos establecidos en este cuerpo legal como son el derecho al trabajo ya
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que si se da una respuesta negativa por parte de la entidad reguladora  se perjudica 

a las farmacias independientes impidiendo que estas puedan trabajar de no obtener 

sus permisos en completa regla, he aquí el problema ya que los funcionarios dan 

respuestas extemporánea y el justo reclamo en derecho para que puedan laborar 

las farmacias independientes.  

 

Es por esta razón que en nuestro país en los últimos días se ha evidenciado 

varias denuncias realizadas por el presidente de la federación de farmacias 

independientes ya que no se permite el cambio de domicilio de las farmacias ni así 

se haya logrado mediante el silencio administrativo. 

 

Contextualización 

 

Macro 

 

Según la página web http://www.monografias.com/trabajos/principios-del-

procedimiento-administrativogeneral/principiosdel-procedimiento-administrativo-

general.shtml manifiesta “Los principios administrativos fijan el procedimiento, 

forma o modo entre la Administración Pública y el Administrado, en ese 

sentido, una definición del procedimiento administrativo en Latinoamérica la 

encontramos en México, siendo la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, en 

su IV Legislatura del 19 de diciembre de 1995. Publicado en la Gaceta Oficial 

del Distrito Federal el 21 de diciembre de 1995 y en el Diario Oficial de la 

Federación el 19 de diciembre de 1995 – Ciudad de México. La cual, señala en 

su artículo Nº 30.- “El procedimiento administrativo servirá para asegurar el 

mejor cumplimiento de los fines de la administración pública del distrito 

federal, así como para garantizar los derechos e intereses legítimos de los 

gobernados, de conformidad con lo preceptuado por los ordenamientos 

jurídicos aplicables”.  

 

De igual forma, el procedimiento administrativo en el Perú, garantiza los 

derechos e intereses legítimos de la Administración Pública y del Administrado en 

cuanto normativamente le sea aplicable. 

http://www.monografias.com/trabajos/principios-del-procedimiento-administrativogeneral/principiosdel-procedimiento-administrativo-general.shtml
http://www.monografias.com/trabajos/principios-del-procedimiento-administrativogeneral/principiosdel-procedimiento-administrativo-general.shtml
http://www.monografias.com/trabajos/principios-del-procedimiento-administrativogeneral/principiosdel-procedimiento-administrativo-general.shtml
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En ese sentido, el referido procedimiento administrativo abarca distintos 

plazos, etapas, requisitos, etc. Sin embargo; si del procedimiento administrativo se 

dilucida abuso, inacción, violación, ineficacia, etc., por parte de la Administración 

Pública (servidor, funcionario público, etc.) respecto de lo solicitado, 

obligatoriamente se deben aplicar inmediatamente los principios generales 

rectores del procedimiento administrativo. 

 

Según la página web http://www.monografias.com/trabajos/principios-del-

procedimiento-administrativogeneral/principiosdel-procedimiento-administrativo-

general.shtml manifiesta “Nº Principios del Procedimiento Administrativo en el 

Perú: 1 Legalidad, 2 Debido Procedimiento, 3 Impulso de Oficio, 4 

Razonabilidad, 5 Imparcialidad, 6 Informalismo, 7 Presunción de Veracidad, 8 

Conducta Procedimental, 9 Celeridad, 10 Eficacia, 11 Verdad Material, 12 

Participación, 13 Simplicidad, 14 Uniformidad, 15 Predictibilidad, 16 Privilegio 

de Controles Posteriores”. 

 

Asimismo, el mencionado instrumento legal refiere que la relación de 

principios del procedimiento administrativo no es única o taxativa. En 

consecuencia, se aplica al Procedimiento Administrativo otros principios que 

abarcan el derecho administrativo.  

 

En distintos países de Latinoamérica existen instrumentos legales que 

regulan los principios del Procedimiento Administrativo pues así en Chile Según 

la página web http://www.monografias.com/trabajos/principios-del-

procedimiento-administrativogeneral/principiosdel-procedimiento-administrativo-

general.shtml manifiesta “Chile a través de la Ley Nº 19880 que “Establece 

Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los Órganos 

de la Administración del Estado”. Publicado el 29 de mayo de 2003 y señala en 

su Artículo Nº 4. Respecto de Principios del procedimiento. “El procedimiento 

administrativo estará sometido a los siguientes principios 1 Escrituración, 2 

Gratuidad, 3 Celeridad, 4 Conclusivo, 5 Economía Procedimental, 6 

Contradictoriedad, 7 Imparcialidad, 8 Abstención, 9 No Formalización, 10 

Inexcusabilidad, 11 Impugnabilidad, 12 Transparencia, 13 Publicidad”. 

http://www.monografias.com/trabajos/principios-del-procedimiento-administrativogeneral/principiosdel-procedimiento-administrativo-general.shtml
http://www.monografias.com/trabajos/principios-del-procedimiento-administrativogeneral/principiosdel-procedimiento-administrativo-general.shtml
http://www.monografias.com/trabajos/principios-del-procedimiento-administrativogeneral/principiosdel-procedimiento-administrativo-general.shtml
http://www.monografias.com/trabajos/principios-del-procedimiento-administrativogeneral/principiosdel-procedimiento-administrativo-general.shtml
http://www.monografias.com/trabajos/principios-del-procedimiento-administrativogeneral/principiosdel-procedimiento-administrativo-general.shtml
http://www.monografias.com/trabajos/principios-del-procedimiento-administrativogeneral/principiosdel-procedimiento-administrativo-general.shtml
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Según la Ley Nº 1473 del año 2011, en Colombia los principios del 

procedimiento administrativo son: “1 Debido Procedimiento Administrativo que 

sustituye el Principio de Contradicción, 2 Igualdad, 3 Imparcialidad, 4 Buena 

Fe, 5 Moralidad, 6 Participación, 7 Responsabilidad, 8 Transparencia, 9 

Legalidad” 

 

Según la Ley Nº 2341 de Bolivia en su Título I Disposiciones Generales. 

Artículo Nº 4. Cuáles son los Principios Generales de la Actividad 

Administrativa: “1 Fundamental, 2 Auto tutela, 3 Sometimiento Pleno a la Ley, 

4 Verdad Material, 5 Buena Fe, 6 Imparcialidad, 7 Legalidad y Presunción de 

Legitimidad, 8 Jerarquía Normativa, 9 Control Judicial, 4 Eficacia, 5 

Economía, Simplicidad y Celeridad, 6 Informalismo, 7 Publicidad, 8 Impulso de 

Oficio, 9 Gratuidad, 10 Proporcionalidad” 

 

Según el libro I. Del Procedimiento Administrativo en general. Sección I. 

Principios Generales. Titulo Único. Reglas Generales de Actuación 

administrativa. Artículos Nº 02.  De Uruguay los Principios del Procedimiento 

Administrativo son: “1 Imparcialidad, 2 Legitimidad Objetiva, 3 Impulsión de 

Oficio, 4 Verdad Material, 5 Economía Celeridad y Eficacia, 6 Información a 

favor del Administrado, 7 Flexibilidad, materialidad y ausencia de ritualismos, 

8 Delegación material, 9 Debido Procedimiento, 4 Contradicción, 5 Buena fe, 

lealtad y presunción de verdad salvo prueba en contrario, 6 Motivación de la 

decisión, 7 Gratuidad, 8 Impulso de Oficio, 9 Gratuidad, 10 Proporcionalidad” 

 

Según  Ley de Procedimiento Administrativo – Decreto Número 172-87 

expedido por la Corte Suprema de Justicia de la República de Honduras la cual 

fija los lineamientos de los principios administrativos de celeridad, eficacia, 

simplicidad, debido proceso, etc. 

 

De otro lado, en países como Venezuela los principios administrativos 

tienen rango constitucional, La Administración Pública se rige por los principios 

de Honestidad, Participación, Celeridad, Eficacia, Eficiencia, Transparencia, 

Rendición de cuentas y Responsabilidad en el Ejercicio de la Función Pública con 
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sometimiento pleno a la ley a al derecho”. 

 

De la misma forma, tenemos el caso de los Estados Unidos Mexicanos a 

través de la Ley Federal de Procedimientos Administrativos que manifiesta que 

los principios de la administración son; celeridad, eficacia, debido proceso, 

legalidad, etc.  

 

De todo lo anotado en líneas anteriores debemos manifestar que a nivel de 

todos los países existe el derecho administrativo con sus respectivos principios, al 

igual que existen farmacias independientes ya que en la mayoría de países del 

mundo la salud es considera dentro de un política de estado, y que los gobiernos 

por intermedio de las entidades encargadas del control y vigilancia velan porque 

estas cumplan con toda la normativa legal, y que sigan brindando sus servicios.  

 

Meso 

 

En el Ecuador el derecho administrativo está ligado de manera directa a la 

constitución por lo que debe cumplirse y respetar los derechos constitucionales. 

 

El Derecho Público es el derecho aplicable a todas las relaciones humanas 

y sociales en las cuales el Estado entra en juego.  

 

El Derecho Administrativo es una rama del Derecho Público Interno (éste 

es público porque no existe lucro, e interno porque es diferente del internacional) 

y está compuesto por normas jurídicas que regulan la actividad administrativa del 

Poder Ejecutivo y la actividad materialmente administrativa del Poder Ejecutivo, 

el Poder Legislativo y de los entes públicos no estatales.  

 

La tarea del derecho administrativo es arbitrar los cauces jurídicos 

necesarios para la defensa de los derechos colectivos, asegurando la realización de 

los intereses comunitarios. 

  

En lo que tiene que ver con el derecho de petición era únicamente un 

javascript:void(0)
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derecho de los administrados en el sentido de que los ciudadanos tienen derecho a  

dirigir quejas o reclamos a la autoridad competente  pues así lo manifiesta la ley 

de modernización de estado en su “Art. 28.-  Derecho de petición.-  Todo 

reclamo, solicitud o pedido a una autoridad pública deberá ser resuelto en un 

término no mayor a quince días, contados a partir de la fecha de su 

presentación, salvo que una norma legal expresamente señale otro distinto. En 

ningún órgano administrativo se suspenderá la tramitación ni se negará la 

expedición de una decisión sobre las peticiones o reclamaciones presentadas 

por los administrados.”  

 

En todos los casos vencido el respectivo término se entenderá por el 

silencio administrativo, que la solicitud o pedido ha sido aprobada o que la 

reclamación ha sido resuelta en favor del reclamante, es aquí donde radica la 

problemática ya que varias farmacias independientes a nivel nacional ha solicitado 

el cambio de domicilio de sus farmacias por diversos motivos entre los más 

comunes esta, el trasladarse a un local propio, por entregar el local que se arrienda 

bajo la petición del arrendatario, entonces son situaciones que se deben analizar 

para realizar el cambio. 

 

La mayoría de estas farmacias ya ha realizado el cambio de domicilio 

acogiéndose al silencio administrativo sin embargo hasta el día de hoy no tienen 

respuesta alguna de sus trámites que los cuales se encuentran entregados en el 

ARCSA hace más de tres o cuatro meses es decir se ha vencido el plazo según el 

Art. 28 de la ley de modernización de estado. 

 

La federación de farmacias independientes tiene suma molestia en vista de 

que las grandes cadenas como son Sana Sana y Farmacias Económicas están 

copando el mercado, ya que por motivos desconocidos ellos adquieren los 

permisos dentro de los plazos establecidos por la ley poniendo a las farmacias de 

cadenas frente de las independientes de manera inmediata, si se supone que la ley 

es para todos, cual es la falencia del ARCSA para la emisión de las resoluciones 

de las farmacias independientes con sus respuestas positivas si se conoce en 

derecho que la jurisprudencia es uno de los medios para poder resolver las 

javascript:void(0)


9 

peticiones de los administrados. 

 

Micro 

 

El ARCSA es la entidad encargada de la Regulación, Control y Vigilancia 

Sanitaria la misma que fue Creada mediante Decreto Ejecutivo 1290 de 30 de 

agosto de 2012, y se encuentra adscrita al Ministerio de Salud Pública. 

 

La ARCSA garantiza la salud de la población mediante la regulación y el 

control de la calidad, seguridad, eficacia e inocuidad de los productos de uso y 

consumo humano; así como, las condiciones higiénico-sanitarias de los 

establecimientos sujetos a vigilancia y control sanitario en su ámbito de acción. 

 

Realiza la regulación y control de alimentos procesados, medicamentos, 

productos higiénicos, plaguicidas de uso doméstico e industrial, productos 

absorbentes, biológicos, cosméticos, dispositivos médicos, reactivos bioquímicos 

y de diagnósticos, esta es una entidad que funciona a nivel nacional con una zonal 

distrital, cuya matriz se encuentra en la ciudad de Quito.   

 

En la ciudad de Ambato el ARCSA se encuentra ubicado en el centro de 

salud numero N° 2 en las calles Lalama y Cuenca en el segundo piso  a lado de las 

Comisarias de Salud, la misma que es la encargada de controlar en la ciudad de 

Ambato, pero esta no es la entidad que resuelve las peticiones de los 

administrados ya que ellos únicamente reciben los documentos y los trasladan 

hacia la ciudad de Riobamba donde se encuentra la Zonal y esta es la entidad que 

encarda de resolver todas las peticiones que se realicen a esta entidad del estado. 

 

La farmacia es la ciencia y práctica de la preparación, conservación, 

presentación y dispensación de medicamentos; también es el lugar donde se 

preparan, dispensan y venden los productos medicinales.  

 

Es decir solo trabajan en favor de dar un atención prioritaria a las personas 

que necesitan medicamentos recordando que la salud es una política de estado. 
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En la ciudad de Ambato existen 6 farmacias independientes que se 

encuentran en el problema por cambio de domicilio ya que se han presentado los 

respectivos documentos y peticiones, pero no tienen respuesta alguna entre las que 

puedo enunciar, la farmacia de la Señora Ríos la cual pertenece a FARMAREDES 

la misma que se encuentra ubicada en la calle Montalvo y cuenca esquina bajada 

al puente de Ficoa, la Farmacia de la señora Isabel López la cual pertenece a 

FARMAREDES, la misma que se encuentra en el sector del parque Juan Benigno 

Vela, la Farmacia de la señora Ximena Barrionuevo, la misma que pertenece a  

SU FARMACIA, la que se encuentra ubicada en las calles Atahualpa y Alaska en 

Huachi Grande, cada una tiene su nombre comercial, estas son las que puede 

enunciar dentro de las cuales han realizado el respectivo tramite sin tener 

respuesta alguna hasta la actualidad trascurriendo más de 4 meses en el menor de 

los casos ya que hay farmacias que van más de un   año sin respuesta es decir no 

se aplica el silencio administrativo mismo que ha sido pedido por cada uno de las 

personas nombradas en líneas anterior, en el momento procesal oportuno estos es 

al trascurrir los 15 días que manifiesta la ley de modernización en concordancia 

con el (ERJAFE) ESTATUTO REGIMEN JURIDICO ADMINISTRATIVO 

FUNCION EJECUTIVA, ERJAFE 
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Análisis crítico 

 

Como lo enmarcamos en las líneas anteriores de la investigación, vivimos 

en estado de justicia y derechos, en el cual debo recalcar que el derecho 

constitucional y el administrativo viene de la mano, no pueden operar el uno sin 

considerar al otro y peor aún permitir el irrespeto de las normas constitucionales 

de derecho administrativo, ya que es una obligación de las entidades públicas, 

personas naturales y jurídicas acatar lo que manifiesta este cuerpo legal de 

supremacía que está por encima de todo precepto jurídico. 

 

Uno de los grandes problemas de la administración pública es la indebida 

aplicación de las normas legales en especial del silencio administrativo, sin 

recordar que los funcionarios encargados de estos trámites serán sancionados en 

caso de que se da paso al silencio administrativo por negligencia de ellos, la 

mayoría de entidades públicas caen en estos errores  por que no cuentan con el 

departamento jurídico que es la base y el soporte legal que encamina dicha 

resolución, es decir carecen de total asesoría jurídica, y por diálogos mantenidos 

con estos funcionarios suelen manifestar que es por la falta de recurso 

económicos, ya que se trata de contratar profesionales del derecho sin mayor 

experiencia y con sueldos bajos que no permiten tener una asesoría jurídico 

técnica de calidad. 

 

El estado ecuatoriano también es uno de los grandes responsables de llevar 

a la administración pública al irrespeto de todo marco legal ya que es el primero 

en  incurrir en varios errores, entre los más importantes, significativos y  la causa 

de todo lo manifestado anteriormente es el nombrar para puestos, así como para 

las diferentes direcciones a personas que no tienen los conocimientos necesarios 

sobre la materia en la que se encuentran desempeñando sus funciones, esto acarrea 

inconvenientes no solo legales sino del mismo ejercicio de sus funciones,  

recordemos que el silencio administrativo se aplica en todas las entidades 

públicas, y que es necesario que cada una de estas entidades cuente con el 

departamento jurídico especializado en materia administrativa, para que puede ser 

un apoyo y soporte técnico, para que los directores o personas responsables 
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pueden emitir las resoluciones de manera legal sin violar o vulnerar los principios 

constitucionales, es decir enmarcados en la legalidad de los procesos, actuando de 

conformidad a la ley, no se estaría cayendo en la inseguridad jurídica, en la que 

actualmente se vive en las entidades públicas y en especial a las que se está 

dispuesto por el ARCSA en relación de las farmacias independientes.      

 

Prognosis 

 

De no darse una solución al problema planteado que es la indebida 

aplicación del silencio administrativo en las entidades del Estado y en especial en 

el ARCSA, referente a los trámites por cambio de domicilio de las farmacias 

independientes materia de investigación, produciría efectos catastróficos 

jurídicamente como la vulneración de los derechos del administrado, resoluciones 

extemporáneas e inseguridad jurídica que no solo afecta al derecho del 

administrado como tal, sino produce que este afecte de manera directa al derecho 

al trabajo de las farmacias independientes ya que son farmacias de años y que al 

no tener respuestas a sus peticiones por la entidad competente tendrán que seguir 

agotando la vía administrativa hasta llegar a un trámite contencioso administrativo 

que durara mucho tiempo, en el cual serán inspeccionados por la entidad 

correspondiente y al no tener la documentación en regla serán clausurados y 

sancionados afectado a su economía y derecho constitucional al trabajo, en donde 

se ha vulnerado el derecho del administrado. 

 

Formulación del Problema  

 

¿Por qué la aplicación del silencio administrativo en las entidades públicas 

(ARCSA) vulnera los derechos de los administrados (farmacias independientes) 

por tramites de cambio de domicilio?  

 

Interrogantes de la investigación  

 

 ¿Se aplica el silencio administrativo en las entidades públicas? 

 ¿De qué manera se vulneran los derechos del administrado por parte de 
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las entidades públicas? 

 ¿Qué alternativa de solución se da al problema planteado? 

 

Delimitación del Objeto de Investigación 

 

CAMPO:  Derecho  

ÁREA:  Derecho Administrativo 

Aspecto:  Silencio administrativo y derechos de los administrados  

Delimitación Espacial: ARCSA Ambato 

Delimitación temporal: Durante el segundo Semestre del año 2014. 

 

Unidades de Observación 

 

 Funcionarios del ARCSA Ambato. 

 Dueños de las Farmacias independientes de Ambato 

 

Justificación 

 

La presente investigación es importante ya que el Ecuador en materia de 

salud desarrolla una política basada en el "plan de desarrollo y del buen vivir", la 

misma que ha generado, un impacto importante en todos los estratos sociales 

gracias a políticas referentes a esta área.  

 

Sin embargo aún se generan dudas sobre los resultados de la fuerte 

inversión en materia de Salud, y con la persecución a las farmacias independientes 

no se respeta tal política. 

 

El tema es novedoso ya que el gobierno realiza planes de salud, pero sin 

embargo las entidades del estado son las encargadas de que no se pueda trabajar 

normalmente en esta área de política de estado poniendo trabas innecesarias, y 

violando todo precepto constitucional, es incomprensible la apreciación de esto 

con tal contradicción por lo tanto es algo nuevo realizar la presente investigación,  

que tiene un gran impacto social como es reconocer y permitir a los farmacéuticos 
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independientes realizar trabajos autónomos por resoluciones extemporáneas.  

 

El Sistema de Salud del Ecuador se caracteriza por la segmentación en 

sectores, privado y público. Como en otros países andinos de la zona, un sistema 

de seguridad social financiado por inversiones de los trabajadores del sector 

formal coexiste con sistemas privados para la población. 

 

 Como lo manifiesto en el párrafo anterior permite la segmentación de la 

salud en sectores privados y públicos, al hablar de las farmacias independientes 

estamos hablando de del sector privado que es reconocido por el estado, es de 

gran impacto social ya que no todos los sectores del país  tienen un centro de 

salud o una farmacia ya sea independiente o pública  cercana, entonces al ver esta 

necesidad de la sociedad porque no se permite el cambio de domicilio ya que no 

es un incremento de cupo sino buscar beneficios no solo para la farmacia sino 

para poder colaborar con la salud social.  

 

La estructura del sector salud en Ecuador, está claramente segmentada. 

Existen múltiples financiadores y proveedores: Ministerio de Salud, Seguro Social 

IESS, ONG, etc., que actúan independientemente.  

 

Según http://es.wikipedia.org/wiki/Salud_en_el_Ecuador “La cobertura de 

la seguridad social es relativamente baja (IESS 10% y Seguro Campesino 10%) 

y la red asistencial pública muy limitada quedando aproximadamente sin 

cobertura un 30% de la población. Otros prestadores que cubren pequeñas 

cuotas de aseguramiento son: la Sociedad Ecuatoriana de Lucha Contra el 

Cáncer (SOLCA), la Junta de Beneficencia de Guayaquil (JBG) y los servicios 

de la Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional”. 

 

Debemos recordar que la misión del ARCSA es garantizar la salud de la 

población mediante la regulación y el control de la calidad, seguridad, eficacia e 

inocuidad de los productos de uso y consumo humano, así como las condiciones 

higiénico-sanitarias de los establecimientos sujetos a vigilancia y control sanitario 

en su ámbito de acción, es decir con el cambio de domicilio de las farmacias no 

http://es.wikipedia.org/w/index.php?title=Ministerio_de_Salud_P%C3%BAblica_de_Ecuador&action=edit&redlink=1
http://es.wikipedia.org/wiki/Instituto_Ecuatoriano_de_Seguridad_Social
http://es.wikipedia.org/wiki/Instituto_Ecuatoriano_de_Seguridad_Social
http://es.wikipedia.org/wiki/Salud_en_el_Ecuador


16 

están incumpliendo ninguna de las garantías  a estas consagradas, por lo que es de 

gran importancia considerar que no se hace daño a nadie con el traslado de las 

farmacias al contrario se busca fortalecer la micro empresa muchas de las veces en 

locales propios. 

 

La Agencia Nacional de Regulación, Control y Vigilancia Sanitaria 

(ARCSA) se consolidará como una institución de regulación, control y vigilancia 

sanitaria que sea reconocida nacional e internacionalmente por la confianza 

generada en la población por su transparencia, ética, capacidad técnica y servicios 

eficientes. 

 

La necesidad de fomentar el respeto por el derecho administrativo en las 

entidades públicas es primordial ya que son entidades encargadas de satisfacer las 

necesidades de la población, basadas en procedimientos especiales que respeten 

derechos, normas y principios en busca de un fin común como es la correcta 

aplicación de la norma jurídica.   

 

Mediante esta investigación se beneficiaran los administrados que en este 

caso son los dueños de las farmacias independientes, y la sociedad en general ya 

que contaran con suficientes farmacias organizadas de manera correcta en los 

diferentes lugares de la ciudad para cubrir las múltiples necesidades de la 

ciudadanía, y no solo ellos son los que se benefician ya que también se aporta a la 

administración pública generando un antecedente para que se mejore la 

administración y se respete el derecho de petición. 

 

La investigación es factible porque cuenta con los medios y mecanismos 

adecuados para la realización de la presente investigación como son los cuerpos 

legales, bibliográficos  y linkograficos que hagan falta así como la predisposición 

del investigador para desarrollar las investigaciones de campo que sean necesarias 

en el bien la investigación y en busca de una solución a este problema jurídico, a 

más de ello se cuenta con el apoyo y respaldo de las farmacias independientes 

quienes están gustosos de colaborar en la presente investigación, los mismos que  

esperan que esta se aplique la norma constitucional y se respete los derechos de 
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los administrados para evitar la emisión de resoluciones extemporáneas por parte 

de la Administración Pública. 

 

Objetivos 

 

Objetivo General 

 

Determinar en qué medida la indebida aplicación del silencio 

administrativo en las entidades públicas incide en la vulneración de derechos de 

los administrados por trámites de cambio de domicilio en el ARCSA Ambato. 

 

Objetivos Específicos 

  

 Conocer cómo se tramita el silencio administrativo en las entidades 

publicas  

 Diagnosticar en qué medida las entidades públicas  vulneran los derechos 

de los administrados  

 Elaborar un anteproyecto reformatorio al Art. 28 de la Ley de 

Modernización del Estado. 
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CAPÍTULO II 

 

MARCO TEÓRICO 

 

Antecedentes Investigativos 

 

Luego de haber visitado algunas universidades del centro del país que 

cuentan con la carrera de Jurisprudencia, es digno mencionar que no existen 

trabajos de investigación que tenga referencia exacta con el tema planteado, ya 

que es un tema nuevo y novedoso, el cual se está viviendo en la realidad del país 

con la constante persecución a las farmacias independientes.  

 

Universidad Técnica particular de Loja, Universidad Católica de Loja, 

escuela de ciencias jurídicas, modalidad a distancia con el Tema “El silencio 

administrativo en la administración” de la autora Ochoa Rosa Virginia ( 2012), en 

el cual concluye: “Silencio Administrativo constituye la falta de 

pronunciamiento de los poderes  públicos respecto a las solicitudes o reclamos 

formulados por los  administrados, el Silencio Administrativo constituye una  

ausencia de pronunciamiento de la  administración que se constriñe o da 

efectos positivos o negativos.”. y de la misma manera recomienda “Se suprima la 

parte final del Art. 28 de la ley de Modernización del Estado, la que habla 

respecto a que el administrado debe obtener la certificación por parte de la 

Administración respecto a que su solicitud no ha sido atendida, ya que como 

hemos visto dicha certificación en la práctica la administración jamás la 

otorga”  

 

Universidad Técnica Particular de Loja, Universidad Católica de Loja, 

Escuela de ciencias jurídicas, maestría en derecho administrativo con el tema: “la 

ejecución del silencio administrativo en Ecuador” del autor Dr. Cárdenas G. 

(2012), en la que concluye: “El Silencio Administrativo en nuestra legislación es 
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la aceptación tácita a solicitudes o reclamos de particulares presentada a 

conocimiento de la administración pública” y recomienda “. Debe capacitarse y 

concientizarse al servidor público, a fin de que brinde un servicio eficiente, en 

especial, en lo que tiene que ver con el despacho oportuno de peticiones de los 

administrados 2. Que el Gobierno Nacional, realice políticas de Estado, a fin de 

concientizar a los servidores públicos sobre los efectos de la materialización del 

silencio administrativo”. 

 

Universidad Nacional de Loja, área jurídica, social y administrativa, 

carrera de derecho con el título “Necesidad de normar el silencio administrativo 

positivo y el silencio administrativo negativo, dentro de la legislación ecuatoriana, 

en base al principio de legalidad” del autor Dra. Aguirre R (2011) con el que 

concluye: 

 

“El silencio administrativo negativo de acuerdo a la legislación 

comparada, se lo aplica cuando las peticiones de los administrados generan 

obligaciones económicas en el estado; peticiones que afecten al medio 

ambiente; peticiones que afecten a los recursos naturales; peticiones que 

afecten a la seguridad ciudadana; y, peticiones que afecten al sistema 

económico, el sistema financiero y de seguros, o que creen una obligación 

económica del Estado. Debiéndose aplicar el silencio negativo en casos 

excepcionales como los casos citados” y recomienda “En nuestra legislación se 

debe incorporar el efecto negativo del silencio administrativo, pero solo en casos 

excepcionales como: peticiones de los administrados que generan obligaciones 

económicas en el estado; peticiones que afecten al medio ambiente; peticiones 

que afecten a los recursos naturales; peticiones que afecten a la seguridad 

ciudadana; y, peticiones que afecten al sistema económico, el sistema financiero 

y de seguros, o que creen una obligación económica del Estado. De esta manera 

serán los órganos judiciales competentes los que, en ejercicio de la tutela de la 

legalidad que les corresponde, dejen sin efecto estos actos presuntos, 

reconozcan los derechos y manden ejecutarlos; evitando de esta manera el 

entorpecimiento de los mismos y el pleno ejercicio de los reconocimientos 

jurídicos previstos en la legislación”. 
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Fundamentación Filosófica 

 

La investigación es realizada desde el punto de vista del Paradigma Crítico 

Propositivo el mismo que no es otra cosa que un modelo social que mantiene una 

persona, en todos los aspectos como: cognitivos, sociales y afectivos del 

comportamiento humano, ya que no es solo el producto del ambiente que nos 

rodea   ni  tampoco el resultado de disposiciones internas, sino una construcción 

de la realidad con los conocimientos adquiridos para que estos se interrelacionen y 

poder llegar a una alternativa de solución, para determinar el marco al que 

tenemos que regirnos y las leyes de las cuales no todas las aplicamos.  

 

Es crítico porque cuestiona los esquemas jurídicos de cómo influye el 

silencio administrativo en los tramites de cambio de domicilio de las farmacias 

independientes de la ciudad de Ambato. 

 

Es decir critica como se vulneran los derechos de los administrados, ya 

que la entidad encargada de regular no realiza los trámites pertinentes dentro de 

los plazos previstos por la ley, emitiendo resoluciones extemporáneas.  

 

Por lo manifestado en líneas anteriores tratamos de construir nuestra 

propia realidad basada en el conocimiento técnico jurídico que nos da la 

normativa legal establecida en el tanto en la Constitución de la República del 

Ecuador,  

 

El estatuto de régimen jurídico de la administración ejecutiva (ERJAFE), y 

la ley de modernización del Estado, en donde se respetan todos los lineamientos 

de la administración pública.  

 

Sin embargo en las instituciones encargadas de regular esta 

administración, se vulnera derechos de los administrados pues es así que no se 

respeta el debido proceso y peor aún se da paso al silencio administrativo ya que 

dichos funcionarios tiene miedo a perder sus puestos públicos por las malas 

actuaciones realizadas en el ejercicio de los mismos.  

http://www.monografias.com/trabajos16/comportamiento-humano/comportamiento-humano.shtml
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Fundamentación Legal 

 

Constitución de la República del Ecuador  

 

Es el cuerpo legal que rige sobre la vida del estado ecuatoriano en su 

primer artículo manifiesta que somos un estado constitucional de derechos y 

justicia.  

 

Art. 76 de la Constitución de la República del Ecuador, el cual manifiesta 

en todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier 

orden se asegura el derecho al DEBIDO PROCESO que incluirá las siguientes 

garantías, de los cuales me permito mencionar el numeral 1 y el numeral 7 con sus 

literales a), b), c), d) ya que son los que más se concuerdan a todas las violaciones 

realizadas en los trámites administrativos. 

 

1. Corresponde a toda autoridad administrativa o judicial, garantizar el 

cumplimiento de las normas y los derechos de las partes. 

7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías:    

 

a) Nadie podrá ser privado del derecho a la defensa en ninguna etapa o grado 

del procedimiento. 

b) Contar con el tiempo y con los medios adecuados para la preparación de 

su defensa. 

c) Ser escuchado en el momento oportuno y en igualdad de condiciones. 

d) Los procedimientos serán públicos salvo las excepciones previstas por la 

ley. Las partes podrán acceder a todos los documentos y actuaciones del 

procedimiento. 

 

Art. 75 de la Constitución de la Republica mismo que manifiesta: el 

Acceso a la justicia.- Toda persona tiene derecho al acceso gratuito a la justicia y 

a la tutela efectiva, imparcial y expedita de sus derechos e intereses, con sujeción 

a los principios de inmediación y celeridad; en ningún caso quedará en 

indefensión. 
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El incumplimiento de las resoluciones judiciales será sancionado por la 

ley. 

 

Art. 169 El sistema procesal es un medio para la realización de la justicia. 

Las normas procesales consagrarán los principios de simplificación, uniformidad, 

eficacia, inmediación, celeridad y economía procesal, y harán efectivas las 

garantías del debido proceso. No se sacrificará la justicia por la sola omisión de 

formalidades. 

 

Arts. 173 de la Constitución de la República del Ecuador el mismo que 

manifiesta Los actos administrativos de cualquier autoridad del Estado podrán ser 

impugnados, tanto en la vía administrativa como ante los correspondientes 

órganos de la Función Judicial. 

 

Art. 227 de la Constitución de la republica  habla sobre los principios de la 

administración pública misma que dice: La administración pública constituye un 

servicio a la colectividad que se rige por los principios de eficacia, eficiencia, 

calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación, 

participación, planificación, transparencia y evaluación. 

 

Es decir que la norma suprema de nuestro país que es la constitución 

reconoce que el derecho administrativo u actos administrativos serán resueltos por 

las autoridades competentes sin violar los principios constitucionales, y que 

tendrán derecho a ser impugnados en caso de existir inconformidad con los 

mismos o peor aún que se hayan violado varias normas para poder resolverlo.   

 

ESTATUTO RÉGIMEN JURÍDICO ADMINISTRATIVO FUNCIÓN 

EJECUTIVA (ERJAFE) 

 

En su Art. 115 plazos para resolver, de conformidad a lo que es el silencio 

administrativo así manifiesta que la administración pública tiene 15 días para 

contestar las peticiones de los administrados de no tener respuesta alguna en ese 

tiempo se considerara que se aplica el silencio administrativo, cuando se inicia el 
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proceso administrativo de oficio se entera que el plazo es de 60 días posterior a 

esto operara el silencio administrativo. 

 

Ley orgánica de garantías jurisdiccionales y control constitucional  

 

Art. 2.- Principios de la justicia constitucional.- Además de los principios 

establecidos en la Constitución, se tendrán en cuenta los siguientes principios 

generales para resolver las causas que se sometan a su conocimiento: 

 

1. Principio de aplicación más favorable a los derechos.- Si hay varias 

normas o interpretaciones aplicables a un caso concreto, se debe elegir la que más 

proteja los derechos de la persona. 

 

2. Optimización de los principios constitucionales.- La creación, 

interpretación y aplicación del derecho deberá orientarse hacia el cumplimiento y 

optimización de los principios constitucionales. 

 

Art. 3.- Métodos y reglas de interpretación constitucional.- Las normas 

constitucionales se interpretarán en el sentido que más se ajuste a la Constitución 

en su integralidad, en caso de duda, se interpretará en el sentido que más 

favorezca a la plena vigencia de los derechos reconocidos en la Constitución y que 

mejor respete la voluntad del constituyente. 

 

1. Reglas de solución de antinomias.- Cuando existan contradicciones 

entre normas jurídicas, se aplicará la competente, la jerárquicamente superior, la 

especial, o la posterior. 

 

2. Principio de proporcionalidad.- Cuando existan contradicciones entre 

principios o normas, y no sea posible resolverlas a través de las reglas de solución 

de antinomias, se aplicará el principio de proporcionalidad. Para tal efecto, se 

verificará que la medida en cuestión proteja un fin constitucionalmente válido, 

que sea idónea, necesaria para garantizarlo, y que exista un debido equilibrio entre 

la protección y la restricción constitucional. 
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Art. 4.- Principios procesales.- La justicia constitucional se sustenta en los 

siguientes principios procesales: 

 

Numeral 1. Debido proceso.- En todo procedimiento constitucional se 

respetarán las normas del debido proceso prescritas en la Constitución y en los 

instrumentos internacionales de derechos humanos. 

 

Numeral 2. Aplicación directa de la Constitución.- Los derechos y 

garantías establecidas en la Constitución y en los instrumentos internacionales de 

derechos humanos, serán de directa e inmediata aplicación por y ante cualquier 

servidora o servidor público, administrativo o judicial, de oficio o a petición de 

parte. 

 

Numeral 9. Motivación.- La jueza o juez tiene la obligación de 

fundamentar adecuadamente sus decisiones a partir de las reglas y principios que 

rigen la argumentación jurídica. En particular, tiene la obligación de pronunciarse 

sobre los argumentos y razones relevantes expuestas durante el proceso por las 

partes y los demás intervinientes en el proceso. 

 

(Acuerdo Ministerial 813 Reformado así como lo manifestado en la 

disposición general segunda las mismas que me permito copia textualmente:  

 

ART. 10 numeral 1.- Código de uso de cupo de farmacia o botiquín 

asignado por el Sistema Nacional de Planificación de farmacias y botiquines 

(SIPLAFAR). 

 

Disposición General segunda.- El traspaso de dominio de un 

establecimiento farmacéutico sea por compra-venta, donación, sucesión por causa 

de muerte u otra causal, así como el cambio de nombre o razón social o 

denominación, el cambio o traslado del establecimiento, deberá contar con 

autorización expresa y previa de la Dirección Provincial de Salud correspondiente, 

la que ordenará para dicho efecto una inspección para verificar el cumplimiento 

de los requisitos establecidos para este tipo de establecimientos. 
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Ley de modernización del Estado  

 

Lo que manifiesta el artículo 28 de la ley de modernización del estado que 

dice Art. 28.- DERECHO DE PETICIÓN.- Todo reclamo, solicitud o pedido a 

una autoridad pública deberá ser resuelto en un término no mayor a quince días, 

contados a partir de la fecha de su presentación, salvo que una norma legal 

expresamente señale otro distinto. En ningún órgano administrativo se suspenderá 

la tramitación ni se negará la expedición de una decisión sobre las peticiones o 

reclamaciones presentadas por los administrados. 

 

En todos los casos vencido el respectivo término se entenderá por el 

silencio administrativo, que la solicitud o pedido ha sido aprobada o que la 

reclamación ha sido resuelta en favor del reclamante. Para este efecto, el 

funcionario competente de la institución del Estado tendrá la obligación de 

entregar, a pedido del interesado, bajo pena de destitución, una certificación que 

indique el vencimiento del término antes mencionado, que servirá como 

instrumento público para demostrar que el reclamo, solicitud o pedido ha sido 

resuelto favorablemente por silencio administrativo, a fin de permitir al titular el 

ejercicio de los derechos que correspondan. 

 

 En el evento de que cualquier autoridad administrativa no aceptare un 

petitorio, suspendiere un procedimiento administrativo o no expidiere una 

resolución dentro de los términos previstos, se podrá denunciar el hecho a los 

jueces con jurisdicción penal como un acto contrario al derecho de petición 

garantizado por la constitución, de conformidad con el artículo 212 del Código 

Penal, sin perjuicio de ejercer las demás acciones que le confieren las leyes. La 

máxima autoridad administrativa que comprobare que un funcionario inferior ha 

suspendido un procedimiento administrativo o se ha negado a resolverlo en un 

término no mayor a quince días a partir de la fecha de su presentación, 

comunicará al Ministro Fiscal del respectivo Distrito para que éste excite el 

correspondiente enjuiciamiento, a lo cual debo acotar que este artículo es ambiguo 

es decir no se encuentra a la par con la realidad del Ecuador es por eso que se 

habla del Código Penal y del Ministerio fiscal. 
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Todas las normas citadas en líneas anterior hacen referencia al silencio 

administrativo, así como al derecho que tienen los administrados a que sus 

trámites sean resueltos a la brevedad posible, aplicando los términos de ley que 

tienen para hacerlo, ya que se coarta el derecho a su trabajo que es un derecho 

constitucional, a más de eso se va por encima de las normas suprema como las 

enunciadas es decir se irrespeta el silencio administrativo. 

 

Fundamentación Social 

 

El derecho a dirigir peticiones y quejas a la administración es un derecho 

que poseen todos los ciudadanos que conformamos el territorio ecuatoriano, así 

como el derecho al trabajo del cual se intenta coartar a las farmacias 

independientes.  

 

Recordemos que el trabajo es un derecho fundamental consagrado en la  

constitución de la República del Ecuador así como en los instrumentos 

internacionales sobre derechos humanos, pero al hablar sobre el presente tema se 

ha de manifestar el desacuerdo ya que las entidades encargadas de regular las 

farmacias independientes como es el ARCSA que es la Agencia de Regulación, 

Control y Vigilancia Sanitaria, no realiza los tramites basados en los principios 

del derecho administrativo, ya que vulnera todo derecho establecido en la 

constitución, afectando de manera directa el derecho a la defensa de los 

administrados, dando contestaciones sin motivación y en los momentos procesales 

que a ellos tengan a bien ya que no se respete el derecho de petición, donde se 

habla del silencio administrativo ni ninguna otra norma, ellos son los que 

interpretan  a su conveniencia sin que este sea interpretativo. 
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Categorías Fundamentales 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Gráfico No. 2 Categorías Fundamentales 

Elaborado por: Segundo Torres 
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Constelación de ideas de la Variable Independiente 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

  

 

 

 

 

 

 

 

Gráfico No. 3 Constelación de ideas de la Variable Independiente 

Elaborado por: Segundo Torres 
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Constelación de ideas de la Variable Dependiente 

 

  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Gráfico No. 4 Constelación de ideas de la Variable Dependiente 

Elaborado por: Segundo Torres       
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DERECHO ADMINISTRATIVO 

 

Se conoce como derecho administrativo a los principios y normas de 

Derecho público interno que regula: la organización y comportamiento de la 

administración pública, directa e indirectamente; las relaciones de la 

administración pública con los administrados; las relaciones de los distintos 

órganos entre sí de la administración pública; a fin de satisfacer y lograr las 

finalidades del interés público hacia la que debe tender la Administración. 

 

El derecho administrativo tiene por objeto que la Administración pública, 

entendida como actividad a través de la cual el Estado y los sujetos auxiliares de 

éste tienden a la satisfacción de intereses colectivos.   

 

Según Fraga G.(2010),  en su obra teoría del derecho administrativo define 

al derecho administrativo diciendo “que incluye el régimen de organización y 

funcionamiento del poder ejecutivo por lo tanto comprende las normas que 

regulan la actividad de dicho poder que se realiza en forma de función 

administrativa, de esta manera no se debilita la distinción entre el punto de vista 

formal y del material de la función administrativa” (pág. 59). Con esta definición 

se precisa la naturaleza, se logra una mejor adaptación a los principios de nuestro 

derecho público positivo.  

 

Esta noción, es la que viene en constante movimiento derivada del cambio 

permanente de los enfoques y desarrollo del Estado, la gestión de los servicios, la 

estructura y funcionamiento, las relaciones del estado con sus ciudadanos entre 

otros.  

 

Para autores como Gastón Jeze, Roger Bonard y León Duguit, (Franceses), 

hay coincidencias en concebir el Derecho Administrativo como el conjunto de 

normas jurídicas que organizan la prestación y el control de los servicios. 

 

 Esta es una noción vinculada a la teoría del servicio vigente hasta la 

primera post guerra mundial. 

http://www.monografias.com/trabajos34/poder-ejecutivo/poder-ejecutivo.shtml
http://www.monografias.com/trabajos6/etic/etic.shtml
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Según Georges Vedel (2000) En su obra el derecho administrativo “Es el 

derecho de la potencia jurídica ejercida por el poder ejecutivo” (pág. 23) 

 

Gabino Fraga, (2001) catedrático de la UNAM sostiene que “El derecho 

Administrativo es la rama del derecho que regula la actividad del Estado que se 

realiza en la función Administrativa”.  

 

En lo cual concluimos que el derecho Administrativo es la rama del 

derecho interno constituido por el conjunto de estructuras y principios doctrinales, 

y por las normas que regulan las actividades directas e indirectas de la 

Administración pública como el poder ejecutivo federal, la organización, 

funcionamiento y control de las cosas públicas, sus relaciones con los particulares, 

los servicios y demás actividades estatales.  

 

LEY DE MODERNIZACIÓN DEL ESTADO  

 

Esta ley tiene por objeto establecer los principios y normas generales para 

regular: a) La racionalización y eficiencia administrativa; b) La descentralización, 

la desconcentración y la simplificación; c) La prestación de servicios públicos, las 

actividades económicas y la exploración y explotación de los recursos naturales 

no renovables de propiedad del Estado, por parte de empresas mixtas o privadas 

mediante cualesquiera de las formas establecidas en la Constitución; y, d) La 

enajenación de la participación de las instituciones del Estado en las empresas 

estatales de conformidad con la ley.  

 

Cuyo ámbito se aplicará a las entidades, organismos y dependencias del 

Estado y otras entidades del sector público, así como a las personas jurídicas 

creadas por Ley para el ejercicio de la potestad estatal o para la prestación de 

servicios públicos o para desarrollar actividades económicas asumidas por el 

estado.  

 

Los procesos de modernización se sujetarán a los principios de eficiencia, 

agilidad, transparencia, coparticipación en la gestión pública y solidaridad social. 
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El proceso de modernización del Estado tiene por objeto incrementar los 

niveles de eficiencia, agilidad y productividad en la administración de las 

funciones que tiene a su cargo el Estado; así como promover, facilitar y fortalecer 

la participación del sector privado y de los sectores comunitarios o de autogestión 

en las áreas de explotación económica. 

 

El proceso de modernización del Estado, comprende las siguientes áreas: 

a) La racionalización y simplificación de la estructura administrativa y económica 

del sector público, distribuyendo adecuada y eficientemente las competencias, 

funciones y responsabilidades de sus entidades u organismos; b) La 

descentralización y desconcentración de las actividades administrativas y recursos 

del sector público; y, c) La desmonopolización y privatización de los servicios 

públicos y de las actividades económicas asumidas por el Estado u otras entidades 

del sector público.  

 

El Estado podrá delegar a empresas mixtas o privadas la prestación de 

servicios públicos y la exploración y explotación de recursos naturales no 

renovables de su propiedad. Esta delegación se hará por cualesquiera de los 

medios establecidos en la Constitución garantizando que, si se tratare de servicios 

públicos, éstos respondan a principios de eficiencia, responsabilidad, 

universalidad, accesibilidad, continuidad y calidad, con especial énfasis en la 

determinación equitativa de precios y tarifas; y si se tratare de la exploración y 

explotación de recursos, se realice en función de los intereses nacionales.  

 

SILENCIO ADMINISTRATIVO 

 

Figura jurídica del derecho administrativo prevista para los supuestos en 

que no se resuelve en el plazo establecido los  procedimientos administrativos 

cualquiera que sea su forma de iniciación.   

 

El Silencio Administrativo constituye una ficción que la ley establece en 

beneficio del particular (administrado), complemento indispensable de la 

obligación de resolver. Lo trascendental de esta institución es el hecho de que, a la 

http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/derecho-administrativo/derecho-administrativo.htm
http://www.enciclopedia-juridica.biz14.com/d/procedimiento/procedimiento.htm
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falta de respuesta de la Administración se le atribuye un significado concreto y 

así, se considera estimada (silencio positivo) o desestimada (silencio negativo), 

según los casos, la solicitud del ciudadano cuando la Administración incumple su 

deber de resolver. 

 

Interesa resaltar que se trata de una ficción y no de una presunción, aun 

cuando ambos conceptos se utilicen como sinónimos. El silencio administrativo es 

una ficción porque parte de un hecho cierto: el incumplimiento de la 

Administración de un deber de resolver ante una solicitud o reclamación de un 

ciudadano. Lo que ocurre es que se finge que la resolución ha sido dictada (en 

sentido estimatorio o desestimatorio de la pretensión, según el caso), que la 

Administración ha cumplido su obligación de resolver y que el procedimiento ha 

concluido. 

 

Es de anotar y tener en cuenta que esta institución o figura administrativa 

resulta de un incumplimiento por parte de la administración, la cual tiene el deber 

de resolver; y, por el hecho de no hacerlo, aparece esta garantía.  

 

El acto administrativo es uno de los más importantes e imprescindibles del 

Derecho Público, considerando que los órganos públicos en el ejercicio de su 

competencia manifiesta la voluntad de la función administrativa del Estado a 

través de éstos.  

 

Una noción tan fundamental como es el acto administrativo no tiene un 

concepto doctrinario único y exacto, puesto que su conceptualización nos brinda 

una serie de alternativas doctrinarias y legislativas, desde los conceptos más 

amplios hasta los más concretos que nos permitan discutir sus particularidades y 

naturaleza jurídica, el acto administrativo nace con la Revolución Francesa y el 

sometimiento de la Administración Pública al Derecho muchos son los conceptos 

que existen pero los más utilizados son los siguientes: Mario Santofino Gamboa 

(1999)“el acto administrativo es toda manifestación unilateral, por regla general 

de voluntad, de quienes ejercen funciones administrativas, tendientes a la 

producción de efectos jurídicos” 
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Antecedentes  

 

La aplicación del silencio administrativo surgió como una necesidad 

jurídica del Estado de Derecho en su concepción francesa, que exigía que para 

poder acudir el ciudadano a la jurisdicción contenciosa administrativa en defensa 

de sus derechos concretos, era requisito el acto administrativo previo que había de 

ser objeto de esa impugnación. Este singular planteamiento -decía García Enterría 

y Tomás Ramón Fernández en sus Cursos de Derecho Administrativo- ofrecía ab 

initio una quiebra importante: la Administración podrá eludir el control 

jurisdiccional con solo permanecer inactiva. Al no existir el acto administrativo 

expreso, objeto del proceso contencioso, el particular quedaba inerme. 

 

Fue la ley francesa de 17 de julio de 1900 la que, para acabar con aquella 

anómala situación, utilizo la técnica del silencio administrativo, según la cual, 

transcurrido un tiempo determinado sin que la Administración se pronunciara 

expresamente, la ley presume que la pretensión del administrado ha sido denegada 

a fin de dar vía libre al recurso jurisdiccional. Esta técnica se introduce en España 

a través de los Estatutos Locales de 1924 y 1925, la Ley Municipal de 1935 y 

toma carta de naturaleza en la Ley de 17 de julio de 1958, de Procedimiento 

Administrativo, si bien ya antes el Reglamento de Servicios de las Corporaciones 

Locales, de 17 de junio de 1955, utiliza también el instrumento del silencio 

administrativo, aunque ceñido, claro es, al ámbito de la Administración Local. 

 

El silencio administrativo tiene sustento en uno de los derechos 

fundamentales de mayor trascendencia e importancia, que es el derecho de 

petición. Recordemos que inicialmente nadie podía llamar o reclamar la atención 

del monarca, presentándole quejas o reclamos, incluso en una época este tipo de 

actitudes eran sancionadas; poco a poco va instaurándose este derecho del 

administrado a dirigir solicitudes o reclamos a la autoridad, pero en sus inicios 

este derecho de petición en los términos que es consagrado era nada más que un 

derecho sin garantía, porque si bien una parte tenía un derecho, la otra que tenía la 

obligación no estaba forzado a cumplirla para que dicho derecho tenga una 

realización. 
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 En lo que tiene que ver con el derecho de petición era únicamente un 

derecho de los administrados en el sentido de que los ciudadanos tienen derecho a 

dirigir quejas o reclamos a la autoridad competente, entonces no era sino más que 

una simple declaración incumplida, porque el administrado tiene el derecho pero 

qué pasa si la administración no le contesta nada, entonces en qué quedará el 

derecho. 

 

Pero este derecho de petición va evolucionando y por lo tanto se van 

estableciendo obligaciones y los administrados tienen derecho a dirigir solicitudes 

o reclamaos a la autoridad pública y a recibir contestación, ya parcialmente se 

establece una obligación de la administración; es parcialmente porque no se 

establecía el término que tenía la administración para contestar y eso determina 

que se siga manteniendo en una simple manifestación licita, hoy poco a poco se 

va estableciendo la obligación de contestación por parte de la administración. 

 

Derecho de petición 

 

El derecho de petición es el que toda persona tiene para presentar 

solicitudes ante las autoridades o ante ciertos particulares y obtener de ellos una 

pronta resolución sobre lo solicitado.  

 

Una petición es la solicitud verbal o escrita que se presenta en forma 

respetuosa ante un servidor público o ante ciertos particulares con el fin de 

requerir su intervención en un asunto concreto. 

 

El derecho de petición está consagrado en la Constitución como 

fundamental, es decir, que hace parte de los derechos de la persona humana y que 

su protección judicial inmediata puede lograrse mediante el ejercicio de la acción 

de tutela. 

 

El derecho de petición se puede ejercer ante: las autoridades, los 

particulares que presten un servicio público o actúen o deban actuar en desarrollo 

de funciones públicas, el legislador podrá reglamentar el ejercicio del derecho de 
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petición ante las organizaciones privadas para garantizar los derechos 

fundamentales. 

 

Origen y fundamento del silencio administrativo  

 

Según Minga Duran Diego Fernando (2012) en su tesis de grado con el 

tema la vigencia del silencio administrativo frente a las resoluciones de los 

inspectores de trabajo de Azuay manifiesta “Sin ninguna duda el Silencio 

Administrativo tiene su origen en el derecho de petición, mismo que para los 

ecuatorianos se encuentra respaldado por la constitución, basándonos en ello, las 

personas tenemos derecho a dirigir quejas o peticiones a las autoridades y éstas 

están en la obligación de atenderlas en el plazo determinado por la ley; entonces, 

dichas autoridades no tienen el derecho, si no, por el contrario, la obligación de 

responder positiva o negativamente, ya que un derecho está en la facultad de ser 

usado o no, y la obligación simplemente se cumple por el mandato de la ley” 

(pág. 12). 

 

Según el tratadista Sayagues Laso E. (1963) en los que señala que el 

Estado debe cumplir sus cometidos, plantea la cuestión “puede que la 

administración no responda, guarde silencio o responda extemporáneamente” lo 

que se considera lesivo, ya que la persona tiene derecho a una respuesta oportuna. 

 

Indica que se trata de una categoría jurídica, elaborada con la finalidad 

de tener acceso a la administración de justicia, sin embargo, afirma lo que califica 

como un “fenómeno extraño”, al considerarlo como un acto administrativo, al 

equiparar el silencio con la voluntad denegatoria. Algunos autores lo han 

considerado “el acto negativo equivale a una manifestación tacita de voluntad”, 

sin embargo, en opinión del Dr. Penagos, “no es posible 

establecer la voluntad, cuando se produce un silencio administrativo”. 

 

El fundamento del Silencio Administrativo lo constituyen los principios 

del Estado de Derecho y el principio de legalidad. El principio del Estado de 

Derecho quiere decir que toda actuación de una autoridad o funcionario público 
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debe estar supeditada a la norma constitucional, de ahí que deben atender al 

derecho de petición de las personas; y, en íntima relación con ello se encuentra el 

principio de legalidad o principio de constitucionalidad que consagra que, en 

derecho público, todo órgano o funcionario público deberá hacer únicamente lo 

que la constitución o la ley permiten, lo que no está expresamente permitido por la 

constitución o la ley se entenderá prohibido, el silencio administrativo tiene como 

fundamento “evitar la arbitrariedad de los funcionarios y la injusticia que origina 

la abstención de la administración al no resolver”   

  

Modos del configurar el silencio administrativo 

 

En lo que se refiere a los recaudos que deben verificarse para la 

configuración del silencio administrativo, en el orden nacional se contemplan dos 

modalidades distintas. Siempre se requiere, claro está, la configuración de la 

demora de la administración por el transcurso del plazo para resolver. Lo que no 

siempre es necesario es la denuncia de tal demora a través de una petición expresa 

de pronto despacho. Así, tratándose del silencio en vía de petición o reclamo, se 

exige la denuncia de la mora administrativa y el transcurso de un segundo período 

de inactividad.  

 

Todo reclamo, solicitud o pedido a una autoridad pública deberá ser 

resuelto en un término no mayor a quince días, contados a partir de la fecha de su 

presentación, salvo que una norma legal expresamente señale otro distinto. En 

ningún órgano administrativo se suspenderá la tramitación ni se negará la 

expedición de una decisión sobre las peticiones o reclamaciones presentadas por 

los administrados, también opera el silencio administrativo cuando se realiza de 

oficio por una entidad de la administración la misma que debe ser resuelta en un 

plazo no mayor a los 60 días  

 

Las opciones del particular frente al silencio de la administración 

 

Según Tawil, refiriéndose al sistema vigente hasta el año 2000, sostenía 

que dicho régimen nos daba cuatro posibilidades:  
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a. Considerar al silencio como una denegatoria de la presentación o recursos 

interpuestos; 

b. interponer la queja por defectos de tramitación e incumplimiento de plazos, 

siempre que no se refieran al plazo de resolución del recurso;  

c. iniciar una acción de amparo por mora, y  

d. esperar la resolución expresa de la presentación o recurso por parte de la 

administración, que deberá (al constituir una obligación legal de ésta) 

necesariamente producirse. 

 

La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha sostenido que el silencio de la 

administración no vale como consentimiento tácito de los órganos estatales ya que 

se trata de una conducta no apta para ser considerada como una manifestación 

positiva de voluntad, pues salvo disposición expresa del orden normativo, el 

silencio debe ser interpretado en sentido negativo.  

 

Nada debe tomarse como concedido sino cuando es dado en términos 

inequívocos o por una implicancia igualmente clara. La afirmación necesita ser 

demostrada, el silencio es negación y la duda es fatal para el derecho del 

particular.  

 

El efecto legal del silencio administrativo 

 

En nuestro país parecería que el fenómeno del silencio administrativo se 

ha circunscrito a un puro problema de efecto legal. La discusión se centra entre 

quienes sostienen que la abstención debe calificarse de negativa, y los que 

propugnan y defienden el sistema imperante. Cada postura, a no dudarlo, tendrá 

respetables argumentos, pero cabe insistir en que el fenómeno del silencio 

administrativo es complejo que, de estudiarse desde el único punto de vista del 

efecto legal que debe dársele, como si en ello consistiese la mágica panacea de su 

solución, significaría algo similar a la pretensión de curar el cáncer con 

analgésicos. 

 

Por otra parte, el fenómeno del silencio administrativo no puede verse 
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desde la sola perspectiva de un sentido legal, sino también como un problema que 

atenta contra los principios fundamentales de la buena y recta administración, esto 

es, contra los postulados básicos de eficacia y la eficiencia que la deben guiar 

como norte natural. El tema por consiguiente, conjuga lo jurídico y lo técnico, no 

separados en compartimientos estancos, sino conjugados entorno a los intereses 

generales y el respeto a los derechos de los administrados. 

 

El específico caso del Sistema Ecuatoriano 

 

La generalización indiscriminada de los efectos estimatorios del silencio 

administrativo, se ha promulgado como una respuesta justa ante una 

Administración Pública ineficiente. La amenaza de un plazo fatal y de unas 

consecuencias determinadas, constreñiría a la Administración Pública a que se 

pronuncie, a menos que quiera sufrir el efecto legal, e incluso, la pena que se 

impondría al funcionario negligente. Sin embargo, habría que ver hasta qué punto 

el puro efecto previsto por la ley es suficientemente apto para suplir a la técnica. 

 

Pero si de lado de la Administración Pública el efecto legal del silencio 

administrativo es pernicioso, del lado del administrado no supone el estricto 

respeto a su derecho de petición, ni la celeridad en la atención de sus problemas e 

intereses, como tampoco encierra suficiente seguridad. La doctrina y la 

jurisprudencia extranjera, con evidente acierto, postulan que no cabe que el efecto 

del silencio administrativo opere contra la ley, por lo cual, la petición deben ser 

legítima. 

 

De lo contrario, el administrado no adquiere lo que solicita, porque el 

silencio administrativo es, en lo posterior, una creación de la ley y el 

ordenamiento no puede propugnar su propia violación.  

 

Sentadas estas premisas, cabe señalar que el efecto legal estimatorio 

previsto para el silencio administrativo termina desdibujando el derecho de 

petición, pues, si este supone la posibilidad de instar a un pronunciamiento 

pertinente, es decir, conforme a derecho, de producirse silencio administrativo el 
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efecto legal posibilita que se admita cualquier pretensión, por in jurídica que 

pueda ser. 

 

El postulado de que no cabe silencio administrativo contra ley, refleja otra 

debilidad del sistema: la inseguridad. Si sólo se adquiere por efecto del silencio 

administrativo lo que es legítimo, el administrado debe decidir y apreciar por sí 

mismo, evidentemente sin concurso de la Administración Pública, sobre si 

efectivamente ha adquirido lo que solicitó, y en todo caso, determinar los límites 

de aquello. De lo contrario, se verá e1 sometido a las consecuencias de su 

desacierto. 

 

Por otra parte, en el caso de que su petición o pretensión sea legítima, 

puede ser difícil su realización si se requiere el concurso de la Administración 

Pública, caso en el cual la solución idónea será e1 el proceso. Ante esto, cabe 

también denotar una nueva dificultad, pues el proceso contencioso administrativo 

es de carácter impugnatorio, y mal se puede impugnar algo que nos favorece. Sin 

embargo, de admitirse alguna figura de ejecución, el derecho de petición del 

administrado tropieza con las dificultades que implica el proceso, aun cuando sea 

lícito lo que la ley le concedió, y el derecho de petición queda nuevamente en 

entredicho, porque se supone que se busca un pronunciamiento de la autoridad, 

rápido y expedito, sin necesidad de acudir a los inconvenientes que implica 

recabar una sentencia que obligue a la Administración Pública a cumplir. 

 

La Obligación de resolver por parte de la Administración Pública 

 

Antes de que el Silencio Administrativo existiese, cuando la 

Administración no resolvía un procedimiento de manera expresa, no se podía 

recurrir dicha actuación anómala debido al carácter revisor que poseía la 

jurisdicción contenciosa, ante la cual sólo se podía acudir para que fiscalizase los 

actos dictados de manera expresa por la Administración. Ese era el único objeto 

del recurso contencioso antaño. Si no había acto expreso no podía formularse el 

recurso contencioso, por lo que se producía una auténtica inmunidad 

jurisdiccional para la Administración y un grave perjuicio para los intereses de los 
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ciudadanos. 

 

Si bien es cierto, antes no existía el silencio administrativo, pues hoy en 

día forma parte importante en la resolución o conclusiones del procedimiento. A 

pesar de que se tiene un deber de manifestarse expresamente frente a un 

procedimiento, existe, entre muchos, esta institución que permite a la 

Administración pública callar y dejar con esto tácitamente entendido lo que se ha 

concluido. 

 

El silencio administrativo y su relación con los ciudadanos 

 

En cualquier caso, la institución del silencio administrativo se concibe 

legalmente no como un privilegio de la Administración, sino como un instrumento 

a favor del ciudadano. Esta es la esencia del silencio, que es muy evidente en los 

supuestos de interpretación positiva o estimatoria, pero que es innegable, también, 

en los casos de efecto negativo o desestimatorio, pues evita la indefensión del 

particular, que ya no tiene que esperar que se dé la resolución administrativa, sino 

que puede poner en marcha sus medios de defensa, materializando su derecho a la 

tutela judicial efectiva.  

 

Como es posible anotar, tómese en cuenta cuando se dice que no es la 

administración la que se privilegia, sino el ciudadano, la persona o el 

administrado; tanto cuando se presenta el silencio administrativo positivo como 

cuando se da el silencio administrativo negativo.  

 

Termino para resolver  

 

El término general para que una autoridad o funcionario público de 

respuesta a persona que presentó una solicitud, reclamo o petición es de quince 

días a partir del momento que se presentó la solicitud, petición o reclamo, salvo 

que una ley especial determine lo contrario. Se habla de que la solicitud, reclamo 

o petición debe ser contestada en cierto termino, entendiendo por este conteo al 

que se realiza en días laborables y que empieza desde el día de la presentación, 
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también cabe saber que la resolución no bastará si es que el administrado no es 

notificado dentro del término establecido por la ley o que la respuesta no está 

motivada, si se incurren en estos dos errores o en uno de ellos se entenderá como 

inexistencia del acto administrativo y por lo tanto se entenderá como que ha 

operado el silencio administrativo, es por eso que cuando hacemos una solicitud 

debemos adjuntar una dirección para recibir notificaciones. 

 

Clase de silencio administrativo 

 

Existen dos clases de silencios administrativos los mismos que me permito 

analizar a continuación.   

 

Silencio positivo  

 

Mediante el silencio administrativo positivo, se da un efecto práctico a la 

garantía o derecho de petición y oportuna respuesta, como se halla consagrado en 

la Constitución Política del Estado. Por ello, el efecto positivo del silencio 

administrativo, no es una presunción de hecho que admite prueba en contrario, 

sino una presunción de derecho que da origen a un accionar procesal autónomo, la 

inactividad de la Administración ante solicitudes efectuadas por los interesados 

produce ciertamente una lesión al derecho constitucional de petición 

 

 Pero reconociendo esa realidad práctica, ante la ausencia de una voluntad 

administrativa, la ley sustituye por sí misma esa voluntad inexistente presumiendo 

que, a ciertos efectos, dicha voluntad se ha producido con un contenido positivo o 

afirmativo. Esto es, que en algunos casos la inactividad de la Administración ante 

solicitudes efectuadas, tiene efectos estimatorios En virtud del silencio positivo, la 

falta de respuesta de la Administración da lugar a considerar que la solicitud 

interpuesta ha sido aceptada. En este caso, la justificación del silencio no deriva 

del carácter revisor del contencioso administrativo, sino que responde a la 

necesidad de dar agilidad administrativa a determinados sectores, evitando los 

perniciosos efectos que la desidia de la Administración puede tener sobre la 

operatividad de dichos sectores o ámbitos.  
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El silencio positivo presenta problemas conceptuales y prácticos, 

inexistentes en el régimen del silencio negativo. Así respecto del silencio 

administrativo de efectos negativos, la doctrina se divide entre quienes sostienen 

que se trata de un acto presunto, o simplemente, de una ficción de 

pronunciamiento, posición ésta más razonable, si se toma en consideración que, 

aún bajo los efectos del silencio, la Administración tiene la obligación de decidir 

expresamente la solicitud o recurso interpuesto. 

 

 El silencio administrativo positivo, por el contrario, suele ser considerado 

un acto tácito, y de allí que, las leyes que regulan silencios positivos no imponen a 

la Administración el deber, después de haberse producido el otorgamiento 

presunto, de resolver expresamente la petición del particular.  

 

Pachón Carlos (2012) manifiesta: “El silencio administrativo positivo 

implica que, la petición o el recurso interpuesto se considera atendido 

favorablemente. Se aplica en los casos expresamente determinados por las 

normas. El beneficio del silencio positivo se formaliza protocolizando copia de la 

solicitud o la constancia de haber sido presentado y una declaración jurada de no 

habérsele notificado la decisión dentro del plazo legal” (pág. 78)  

 

Hasta hace algunos años en el Ecuador existía aun la tesis del silencio 

administrativo negativo, es decir que cualquier reclamo o petición presentada, que 

no tenía una contestación oportuna por parte de la administración, era considerada 

como una decisión negativa al pedido de los particulares. (Salvo casos 

excepcionales, el silencio administrativo positivo no tenía aplicación en nuestro 

sistema legal, sólo en la legislación de contratación pública especialmente 

respecto de los efectos del silencio tanto del Procurador cuanto del Contralor 

General del Estado).  

 

El efecto de esta voluntad presunta negativa era allanar el camino para que 

el administrado que se sintiera perjudicado por tal silencio, al considerar su 

petición atendida de forma negativa, pudiera iniciar una acción contencioso 

administrativa.  
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Un requisito fundamental era agotar la vía administrativa de forma previa 

a presentar cualquier acción judicial en contra del Estado. De allí que una de las 

exigencias para intentar una acción contencioso administrativa era el de que el 

acto que se atacara hubiere causado estado, esto es, que ya no fuera susceptible de 

recurso alguno en vía administrativa.  

 

Como es cierto, si el Estado guardaba silencio, jamás podría existir una 

demostración de que se había agotado la instancia administrativa, por lo que 

habría sido imposible iniciar la acción ante la jurisdicción contenciosa 

administrativa. 

 

 Actualmente con el reconocimiento pleno del derecho de petición y sin 

que exista más la necesidad de agotar la vía administrativa para demandar al 

Estado ya no hay razón para sostener la tesis del silencio administrativo negativo.  

 

Es por esto que, la Ley de Modernización del Estado, Privatizaciones y 

Prestación de Servicios por parte de la Iniciativa Privada ha consagrado el efecto 

positivo a la omisión de la Administración en atender las peticiones o reclamos de 

los administrados y el efecto es considerar la petición como aceptada, sin 

perjuicio de la responsabilidad administrativa 

 

Silencio negativo   

 

El Profesor Fraga G (2013) nos enseña: “La situación del particular que 

ha formulado una solicitud para que se dicte en su favor un acto administrativo, o 

que ha interpuesto un recurso administrativo contra un acto que lo afecta, 

quedaría al arbitrio de las autoridades si éstas se abstuvieran de resolver las 

instancias que les fueran dirigidas, pues como el particular no puede recurrir 

administrativa o judicialmente mientras no haya un acto que niegue expresamente 

lo solicitado, prolongando la abstención se nulificarían prácticamente los 

derechos que las leyes otorgan”. 

 

 Para evitar ese resultado, la doctrina se ha inclinado preponderantemente a 
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la solución de que sí en el término señalado en la ley la Administración 

permanece en silencio debe, a falta de disposición expresa, presumirse que hay 

una resolución negativa y se ha considerado que ésta es la única solución 

razonable puesto que con ella queda a salvo el principio de que sólo la 

Administración administra, de tal manera que no viniendo el acto positivo sólo 

resta interpretar el silencio como una negativa.  

 

De otra manera tendría que ser el particular o los Tribunales los que se 

sustituyeran a la Administración, presumiendo una resolución favorable, con la 

consecuencia de que el particular subordinará a sus intereses privados los 

intereses públicos, o que los Tribunales se convertirían en administradores con 

violación flagrante del principio de separación de los Poderes”. 

 

 Todos los inconvenientes que se han puesto de manifiesto, obligan a una 

necesaria revisión del sistema en vigencia y reincorporar a nuestro sistema 

jurídico el silencio administrativo negativo. Pero con ello no decimos que se trate 

de eliminar por completo al silencio administrativo positivo, sino de lograr un 

equilibrio que nazca de una auténtica prudencia legislativa que sopese las 

situaciones en las cuales dicha figura pueda ser aplicable con aquel criterio de 

Justicia y Bien Común que debe guiar al ordenamiento jurídico.  

 

El derecho de petición, es una garantía constitucional que le permite a los 

ciudadanos formular solicitudes respetuosas a las autoridades y obtener 

consecuentemente una respuesta pronta, oportuna y completa sobre el particular, 

la cual debe necesariamente “ser llevada al conocimiento del solicitante”, para que 

se garantice eficazmente este derecho. 

 

 La corte constitucional ha expresado lo siguiente: “Desde este punto de 

vista, el derecho de petición involucra “no solo la posibilidad de acudir ante la 

administración, sino que supone, además, un resultado de ésta, que se manifiesta 

en la obtención de una pronta resolución. 

 

 Sin este último elemento, el derecho de petición no se realiza, pues es 
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esencial al mismo”. “Por esta razón, el silencio administrativo no puede ser 

entendido como resolución o pronunciamiento de la administración, ya que éste 

no define ni material ni sustancialmente la solicitud de quien propone la petición, 

circunstancia que hace evidente que dentro del núcleo del derecho de petición se 

concrete la materialización de una obligación de hacer por parte de la 

administración,  la de contestar y comunicar, que ha sido reconocida claramente 

por la doctrina constitucional “Como lo ha expresado la Corte Constitucional en 

diferentes oportunidades, cuando el juez de tutela deniega la protección solicitada, 

aduciendo que la falta de respuesta configura un silencio administrativo negativo, 

abriéndose así la vía contenciosa administrativa, contraviene la reiterada 

jurisprudencia de esta Corporación en el sentido de que el derecho de petición es 

de contenido formal, pues predica la pronta resolución de una solicitud, mientras 

que cuando se abre la vía jurisdiccional como consecuencia. 

 

Vigencia del silencio administrativo en el Ecuador   

 

En nuestro país el Silencio Administrativo es regulado por la Ley de 

Modernización del Estado, y en sus inicios hubieron varios conflictos que llevaron 

a varias modificaciones del mencionado artículo que habla del silencio 

administrativo, en un principio dicho artículo regulaba el silencio administrativo 

puro y simple, es decir, no oponía mayores trabas para la aplicación y la ejecución 

del derecho que nace a raíz de dicho acto presunto.  

 

Posteriormente se reforma, esto debido a que las acciones de ejecución del 

Silencio Administrativo positivo en contra de los funcionarios y representantes de 

los órganos del Estado se volvían incontables, y ello daba pues una mala 

reputación para los servidores públicos, en este caso y para que el silencio 

administrativo opere se estableció que el funcionario público competente, a 

petición de parte interesada, debía otorgar un certificado que acredite que el 

termino para dar contestación a la solicitud o reclamo presentado por el 

administrado ha vencido y que dicha certificación servirá como instrumento 

público para demostrar que la solicitud, reclamo o petición ha sido resuelta 

favorablemente, pero desde mi punto de vista esta parte de la normativa resulta 
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inconstitucional, ya que a una persona no se le puede obligar a que declare en 

contra de sí mismo, ya que por lógica ello llevaría a contraer problemas que 

requerirá que esa persona responda con responsabilidad incluso de carácter penal.  

 

Finalmente, el artículo 28 de la ley de Modernización del Estado establece 

que en el caso de que no fuere posible conseguir una certificación 

voluntariamente, el administrado podrá acudir ante el Tribunal de lo Contencioso, 

pidiendo que requiera judicialmente a la autoridad pública para que entregue la 

certificación, entonces había que hacer un requerimiento judicial ante dicho 

tribunal, si no se daba la certificación con el primer requerimiento, y si a pesar del 

segundo requerimiento, no cumple, ese expediente con el cual se demuestra 

autoridad no cumplió con el requerimiento judicial, reemplazaba a la certificación. 

 

En conclusión el silencio de la administración es equivalente a una 

respuesta positiva, a una aceptación tácita, que nace por mandato de la ley, es 

decir, ipso jure, y no requiere ningún otro pronunciamiento de la administración 

para ser reconocido.  

 

Este nuevo concepto fue recogido por el artículo 28 de la Ley de 

Modernización, publicada en el Registro Oficial No. 349 de 31 de diciembre de 

1993.   Manifiesta “Art. 28.- DERECHO DE PETICION.- Todo reclamo, solicitud 

o pedido a una autoridad pública deberá ser resuelto en un término no mayor a 

quince días, contados a partir de la fecha de su presentación, salvo que una 

norma legal expresamente señale otro distinto. En ningún órgano administrativo 

se suspenderá la tramitación ni se negará la expedición de una decisión sobre las 

peticiones o reclamaciones presentadas por los administrados. En todos los casos 

vencido el respectivo término se entenderá por el silencio administrativo, que la 

solicitud o pedido ha sido aprobada o que la reclamación ha sido resuelta en 

favor del reclamante. 

 

En el evento de que cualquier autoridad administrativa no aceptare un 

petitorio, suspendiere un procedimiento administrativo o no expidiere una 

resolución dentro de los términos previstos, se podrá denunciar el hecho a los 
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jueces con jurisdicción penal como un acto contrario al derecho de petición 

garantizado por la constitución, de conformidad con el artículo 213 del Código 

Penal, sin perjuicio de ejercer las demás acciones que les confiere las leyes. La 

máxima autoridad administrativa que comprobare que un funcionario inferior ha 

suspendido un procedimiento administrativo o se ha negado a resolverlo en un 

término no mayor a quince días a partir de la fecha de su presentación, 

comunicará al Ministro Fiscal del respectivo Distrito para que éste excite el 

correspondiente enjuiciamiento”. 

 

CONSTITUCIÓN DE LA REPUBLICA DEL ECUADOR 

 

Es la norma suprema de la República del Ecuador, es el fundamento y la 

fuente de la autoridad jurídica que sustenta la existencia del Ecuador y de su 

gobierno. La supremacía de esta constitución la convierte en el texto principal 

dentro de la política ecuatoriana, y está por sobre cualquier otra norma jurídica. La 

constitución proporciona el marco para la organización del Estado ecuatoriano, y 

para la relación entre el gobierno con la ciudadanía ecuatoriana. 

 

La actual Constitución define la división de poderes del Estado en cinco 

ramas o funciones, los tradicionales tres son: el poder legislativo a de la Asamblea 

Nacional, el poder ejecutivo representado por el Presidente de la República, y el 

poder judicial encabezada por la Corte Nacional de Justicia; además, se establecen 

dos nuevos poderes del Estado: la función electoral, administrada por el Consejo 

Nacional Electoral y el Tribunal Contencioso Electoral; y la función de 

transparencia y control social, representada por el Consejo de Participación 

Ciudadana y Control Social, púes así la Constitución de la República del Ecuador 

Manifiesta en su Art. 227 La administración pública constituye un servicio a la 

colectividad que se rige por los principios de eficacia, eficiencia, calidad, 

jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación, participación, 

planificación, transparencia y evaluación. 

 

Los derechos constitucionales son aquellos incluidos en la norma 

constitutiva y organizativa de un estado gubernamental denominado constitución 

http://es.wikipedia.org/wiki/Constituci%C3%B3n
http://es.wikipedia.org/wiki/Gobierno
http://es.wikipedia.org/wiki/Divisi%C3%B3n_de_poderes
http://es.wikipedia.org/wiki/Poder_legislativo
http://es.wikipedia.org/wiki/Asamblea_Nacional_del_Ecuador
http://es.wikipedia.org/wiki/Asamblea_Nacional_del_Ecuador
http://es.wikipedia.org/wiki/Poder_ejecutivo
http://es.wikipedia.org/wiki/Presidente_del_Ecuador
http://es.wikipedia.org/wiki/Poder_judicial
http://es.wikipedia.org/wiki/Corte_Nacional_de_Justicia
http://es.wikipedia.org/wiki/Elecciones
http://es.wikipedia.org/wiki/Consejo_Nacional_Electoral_%28Ecuador%29
http://es.wikipedia.org/wiki/Consejo_Nacional_Electoral_%28Ecuador%29
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que se consideran como esenciales en el sistema político y que están 

especialmente vinculados a la dignidad humana.  

 

Es decir, son aquellos derechos que disfrutan de un estatus especial en 

cuanto a garantías (de tutela y reforma) dentro del ordenamiento jurídico. Es 

conocido el planteamiento filosófico-antropológico según el cual donde nace una 

necesidad surge un derecho; este planteamiento tan lógico aparece por primera 

vez en "La República" de Platón. Los derechos constitucionales se clasifican en 

derechos fundamentales o de primera generación, derechos económicos, sociales y 

culturales o de segunda generación y derechos a un medio ambiente sano o de 

tercera generación. 

 

Como lo revisamos en líneas anteriores el derecho de petición es un 

derecho constitucional, es por eso lo interesante de analizar este tema y de poder 

desarrollar esta investigación, para evitar la violación de los derechos de los 

administrados por parte de la Administración Publica. 

 

Administración pública    

 

Es aquella parte del poder ejecutivo que se encarga de la prestación de los 

servicios públicos encomendados al Estado. 

 

Desde el punto de vista orgánico, diremos que la Administración Pública 

es el órgano del estado, encargado de proveer a la satisfacción de las necesidades 

colectivas. 

 

Según el autor Georges Vedel (2000) la define “Como el conjunto de 

actividades del Gobierno y de las autoridades descentralizadas ajenas entre los 

poderes Públicos ejercidas bajo el régimen del poder público “ 

 

Desde el punto de vista social la Administración Pública tiene como objeto 

regular la distribución de la riqueza y de los recursos sociales entre las clases 

sociales que conforman la nación. La Administración Pública es la instancia 

http://es.wikipedia.org/wiki/Sistema_pol%C3%ADtico
http://es.wikipedia.org/wiki/Dignidad_humana
http://es.wikipedia.org/wiki/Ordenamiento_jur%C3%ADdico
http://es.wikipedia.org/wiki/La_Rep%C3%BAblica
http://es.wikipedia.org/wiki/Plat%C3%B3n
http://es.wikipedia.org/wiki/Derechos_econ%C3%B3micos,_sociales_y_culturales
http://es.wikipedia.org/wiki/Derechos_econ%C3%B3micos,_sociales_y_culturales
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reguladora de la distribución social. 

 

Es aquella parte del poder ejecutivo a cuyo cargo está la responsabilidad 

de desarrollar la función administrativa.  

 

De esta manera, la Administración Pública puede entenderse desde dos 

puntos de vista uno orgánico, que se refiere al órgano o conjunto de órganos 

estatales que desarrollan la función administrativa y desde el punto de vista formal 

o material según el cual debe entenderse como la actividad que desempeña este 

órgano o conjunto de órganos.  

 

Derechos del administrado 

  

En términos muy simples, podemos definir el administrado como cualquier 

persona, física o jurídica que se relaciona con la Administración Pública en base 

al Derecho Administrativo y no al derecho común.  

 

Al respecto, la doctrina matiza esta definición, atendiendo a la clásica 

distinción, importada de la doctrina alemana, que distingue dos tipos de 

administrado, simple o cualificado, según se encuentre éste respecto a la 

administración publica en una relación de sujeción general o especial.  

 

La posición de administrado simple se refiere a cualquier persona, a toda 

persona física o jurídica que potencialmente, puede vincularse a la administración 

como consecuencia de los actos o disposiciones emanados de ésta en el ejercicio 

de las potestades que el ordenamiento administrativo le atribuye para cumplir sus 

fines de interés público. 

  

A diferencia del administrado simple, que se sitúa en una relación general 

de sujeción la figura de administrado cualificado, alude a aquél que mantiene una 

relación especial de dependencia frente a la administración entablándose así una 

relación especial de sujeción que, con base en la Ley, puede originarse por un acto 

o un contrato administrativo, o bien, en supuestos concretos, de la ley. 
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Derechos y deberes 

 

  El administrado puede ser titular frente a la Administración de situaciones 

activas o de poder y pasivas o de deber según que amplíen o aminoren su esfera 

jurídica.   

 

 Derechos y deberes de los ciudadanos en sus relaciones con la 

Administración 

 

Al margen de los derechos reconocidos en la Constitución y las leyes, y los 

que derivan de concretas relaciones jurídicas, ha venido a reconocer un catálogo 

de derechos de los ciudadanos en sus relaciones con las administración pública 

aunque limitados al ámbito del procedimiento cuya regulación, con carácter de 

básica, responde a la exigencia constitucional de garantizar a los administrados un 

tratamiento común  en donde enunciamos los siguientes derechos: 

 

a. Derecho a obtener información administrativa.-  Comprensivo tanto del 

derecho (de los interesados) a conocer en cualquier momento el estado de 

tramitación de los expedientes y el de obtener copias de los documentos 

contenidos en ellos, como el de obtener información sobre los requisitos que 

impone la legislación para las actuaciones o solicitudes que se pretendan. 

b. Derecho a conocer la identidad de los servidores públicos y a obtener un trato 

correcto- Se atribuye también a los administrados el derecho a conocer la 

identidad de la autoridad y del personal administrativo encargado de la 

tramitación y resolución del expediente, a efectos de, en su caso, exigir la 

responsabilidad de los mismos por defectos en la tramitación Asimismo, se 

requiere del personal al servicio de la administración pública el tratar a los 

administrados con el debido respeto y deferencia, a fin de facilitarles el 

ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones 

c. Derechos de presentación de documentos y alegaciones a la Administración.-  

Que incluye el derecho a obtener copia de los documentos que presenten ; así 

como a no presentar documentos que ya obren en poder de la administración 

actuante, o no sean exigibles por la normativa aplicable 
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d. Derecho de acceso a archivos y registros administrativos.-  Se reconoce este 

derecho a los ciudadanos en general, pero sólo respecto a los expedientes 

terminados en la fecha de solicitud del acceso y con las limitaciones que 

resultan del derecho a la intimidad personal y exclusión de los relativos a 

materias políticas, defensa y seguridad del Estado, sin perjuicio de las 

limitaciones impuestas en la legislación sectorial en determinadas materias.  

 

Procedimiento administrativo en el Ecuador       

 

El derecho administrativo es el conjunto de normas y principios que 

regulan y rigen el ejercicio de una de las funciones del poder, la administrativa. 

Por ello, podemos decir que el derecho administrativo es el régimen jurídico de la 

función administrativa y trata sobre el circuito jurídico del obrar administrativo. 

 

 Según Casseta (2012), tratadista italiano nos dice: “El Derecho 

administrativo es la disciplina jurídica encargada de regular a la administración 

pública, ya sea en su organización, en su actividad interna y sobre todo en las 

actividades particularmente encaminadas a las relaciones que se crean con el 

resto de sujetos que se encuentran en el ordenamiento jurídico” 

 

 Por su parte el tratadista Chileno Silva (2011) nos dice sobre el Derecho 

Administrativo: “Entendemos por Derecho Administrativo aquel que tiene por 

objeto la creación, organización, funcionamiento y supresión de los servicios 

públicos, la regulación de la actividad jurídica de la administración del Estado y 

la determinación de las atribuciones y deberes de éste para con sus habitantes” 

 

De esto, podemos decir que el derecho administrativo está formado por un 

conjunto de estructuras y principios doctrinales, los cuales transformados en 

normas tienen la finalidad de regular todo tipo de actividad, ya sea ésta directa o 

indirecta que realice el Estado, incluyendo en ella las relaciones con los 

administrados, servicios públicos y demás actividades de carácter estatal. “La 

Administración como la actividad permanente, concreta y práctica, del Estado que 

tiende a la satisfacción inmediata de las necesidades del grupo social y de los 
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individuos que lo integran.” 

 

 Es decir que a pesar de ser la administración pública todo un aparataje 

estatal que sirve para regular y organizar toda la actividad de un Estado, ésta 

también tiene el deber primordial de que un gran porcentaje de su funcionamiento 

debe estar enfocada al bien común, es decir en beneficio de los Administrados, ya 

que es a ellos a quien se debe la existencia de una administración pública. El 

derecho administrativo posee sus respectivas fuentes positivas que, de acuerdo a 

su jerarquía, son:  

 

Carácter normativo del procedimiento administrativo 

 

 Podríamos hablar de la existencia del procedimiento administrativo como 

poseedor de un carácter normativo, ya que éste establece los parámetros y normas 

generales, bajo las cuales se busca garantizar el correcto desempeño de la 

administración pública en el ejercicio de sus funciones, quedando sus autoridades 

obligadas a cumplir con la norma y hacer válido lo que ellas garantizan o 

establecen. 

 

Características del derecho administrativo 

 

  Se debe considerar como características del Derecho Administrativo: 

 

• Es Común: es común a todas las actividades y sus principios pueden ser 

aplicados de manera general.  

• Es Autónomo: Tiene sus propios principios, es decir es un sistema jurídico 

autónomo ya que subsiste por sí mismo.  

• Local: Tiene que ver con la organización política de un país en particular; 

siendo así es que puede existir un derecho administrativo seccional y un 

derecho administrativo nacional.  

• Exorbitante: En el Derecho administrativo no existe una igualdad entre partes, 

ya que una de ellas es el Estado que tiene facultades de poder público, es 

decir es en donde el Estado ejerce su poder de imperio.  
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Los Principios Generales del Derecho Administrativo    

 

Los Principios Generales del Derecho son los enunciados normativos que, 

a pesar de no estar integrados de manera formal en el ordenamiento jurídico, ya 

que pueden o no constar de manera escrita en alguna norma, se entiende que 

forman parte de tal ordenamiento jurídico de manera implícita y que por ende son 

de aplicación directa por parte de cualquier persona, más aún si ésta pertenece a la 

administración pública.   

 

En tal sentido, Fosthoff, citado por García de Enterría (2012), advierte que 

“no la simple técnica de ciertas formas jurídicas, sino solo la vinculación a 

principios jurídicos materiales puede asegurar hoy en la medida necesaria, 

libertad individual y justicia social, legitimando al Estado como Estado de 

Derecho”.  

 

Principios procedimiento administrativo 

 

La Constitución de la República del Ecuador de muy claramente establece 

que el sistema procesal será un medio para la realización de la justicia. Hará 

efectivas las garantías del debido proceso y velará por el cumplimiento de los 

principios de inmediación, celeridad y eficiencia en la Administración de justicia.  

 

No se sacrificará la justicia por la sola omisión de formalidades por lo que 

la manera más segura de tutelar los derechos y garantías de un procedimiento de 

cualquier tipo, son los principios que éste encierra, ya que son las directrices 

fundamentales del mismo y en el presente caso son las siguientes:  

 

Principio de supremacía de la Constitución. 

 

 Al respecto de este principio, el Artículo 4 del Código Orgánico de la 

Función judicial manifiesta: “Art. 4.- Las juezas y jueces, las autoridades 

administrativas y servidoras y servidores de la Función Judicial aplicarán las 

disposiciones constitucionales, sin necesidad que se encuentren desarrolladas en 
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otras normas de menor jerarquía. En las decisiones no se podrá restringir, 

menoscabar o inobservar su contenido. En consecuencia, cualquier jueza o juez, 

de oficio o a petición de parte, sólo si tiene duda razonable y motivada de que una 

norma jurídica es contraria a la Constitución o a los instrumentos internacionales 

de derechos humanos que establezcan derechos más favorables que los 

reconocidos en la Constitución, suspenderá la tramitación de la causa y remitirá 

en consulta el expediente a la resolverá sobre la constitucionalidad de la norma.” 

 

De esta manera se evidencia la clara sujeción que el actuar de cualquier 

ente de la administración pública debe tener a la Constitución, consolidándose así 

como lo decía Kelsen en su pirámide de la jerarquía normativa, poniendo como 

primera y más importante a la Constitución, ya que ésta es el elemento 

fundamental para el actuar del Estado a través de sus organismos e instituciones. 

 

Principio de buena fe y lealtad procesal  

 

Según Marchetti (2012) manifiesta “si la obligación de lealtad o probidad no 

comprendiera la de ser veraz resultaría escasamente inteligible sobre el plano de 

la concreta realidad procesal, por ende, el deber de veracidad constituye la 

primera y más elemental forma de lealtad”. Estos principios son relacionados 

entre sí, ya que tienen que ver con el actual del abogado, el cual no puede actuar 

de manera maliciosa para conseguir los fines requeridos por su cliente. 

 

Principio de certeza en el procedimiento 

 

Según el Diccionario Enciclopédico Hispano (2014) manifiesta “La certeza es 

el conocimiento claro y seguro de algo. Quien tiene una certeza está convencido 

de que sabe algo sin posibilidad de equivocarse, aunque la certeza no implica 

veracidad o exactitud. Esto quiere decir que una persona puede afirmar que tiene 

una certeza y, sin embargo, la información que maneja es falsa o errónea”  

 

La autoridad administrativa competente deberá verificar plenamente los 

hechos que sirven de motivo a sus decisiones, adoptará todas las medidas 

http://definicion.de/conocimiento/
http://definicion.de/persona
http://definicion.de/informacion
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probatorias permitidas por la ley;  

 

Principios de legalidad, jurisdicción y competencia. 

 

 La jurisdicción puede ser definida como el Poder judicial, integrado por 

jueces y magistrados, a quienes, por su independencia y sumisión a la Ley y al 

Derecho, ejercen en exclusiva la potestad jurisdiccional y, en consecuencia, 

expresamente están legitimados para la resolución jurídica, motivada, definitiva e 

irrevocable de los conflictos intersubjetivos y sociales, para la protección de los 

derechos subjetivos, el control de la legalidad y la complementación del 

ordenamiento jurídico. 

 

Competencia es precisamente el modo o manera como se ejerce esa 

jurisdicción por circunstancia concreta de materia, cuantía, grado, turno, territorio 

imponiéndose por tanto una competencia, por necesidades de orden práctico, se 

considera, entonces, tanto como facultad del juez para conocer en un asunto dado, 

como también el conflicto que puede existir por razón de competencia, como es el 

caso de conflicto o cuestiones que pueden darse al respecto, la jurisdicción y la  

competencia nacen de la Constitución y la ley. Solo podrán ejercer la potestad 

jurisdiccional las juezas y jueces nombrados de conformidad con sus preceptos 

legales. 

 

Principio de Igualdad Jurídica  

 

Este principio establece que la autoridad administrativa no podrá pedir que 

se cumplan más de los requisitos ya establecidos en la ley, ni tampoco podrá 

conceder privilegios especiales, es decir que en caso administrativo al enfrentarse 

el administrado contra el Estado, la autoridad administrativa no podrá negar los 

derechos del administrado. 

 

Principio de proporcionalidad 

 

 En este caso la autoridad administrativa que se encuentre a cargo de la 

http://www.monografias.com/trabajos4/confyneg/confyneg.shtml
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emisión de un acto, sobre todo de carácter punitivo, debe emitir la sanción 

impuesta de manera proporcional entre la gravedad del hecho que se constituye la 

infracción y la gravedad del hecho punitivo.  

 

No podrá ser exagerado la sanción administrativa si el cometimiento de la 

inobservancia o infracción no lo amerita. 

 

Principio de la legalidad  

 

“El principio de la Legalidad, es el que da la movilidad necesaria a la 

Administración, y constituye el verdadero límite de su permanente 

transformación.”   

 

El principio de legalidad es un principio propio del derecho público, que 

tiene por objetivo garantizar la seguridad jurídica. Rige entre otras ramas, el 

derecho penal y el derecho tributario, Con el objeto de reforzar este principio se 

establece la reserva de la ley, que obliga a regular la materia concreta con normas 

que posea rango de ley. Por lo tanto son materias vedadas al reglamento y a las 

normativas emanadas del poder ejecutivo. Este principio sirve también para dar 

más facultades al poder legislativo en ciertas materias, de sensibilidad especial 

relativas a la afectación de derechos fundamentales. Es decir es una forma de 

impulsar la separación de poderes. 

 

Como lo habíamos visto anteriormente el principio de la legalidad ya sea 

en el Derecho administrativo y en el Derecho general es de vital importancia, ya 

que al encontrarnos en un sistema jurídico meramente positivo, es importante 

tener un límite bajo el cual se pueda desenvolver toda actuación de la 

administración pública.  

 

Principio de imparcialidad   

 

La actuación de las juezas y jueces de la Función Judicial será imparcial, 

respetando la igualdad ante la ley. En todos los procesos a su cargo, las juezas y 
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jueces deberán resolver siempre las pretensiones y excepciones que hayan 

deducido los litigantes, sobre la única base de la Constitución, los instrumentos 

internacionales de derechos humanos, los instrumentos internacionales ratificados 

por el Estado, la ley y los elementos probatorios aportados por las partes.  

 

Con el principio de imparcialidad no se trata de establecer o asegurar que 

la Administración no se constituya en parte de las actuaciones administrativas; 

sino garantizar, la independencia de la administración de influencias políticas de 

todo tipo; o sea que se trata de asegurar la independencia. 

 

Principio de Contradicción  

 

En este principio lo que se busca es que cada uno de los involucrados en 

un procedimiento, tenga el derecho de comprobar la veracidad o no de lo que se 

dice en el proceso; tal como sucede con las pretensiones del actor o en las 

pretensiones del demandado, en las excepciones, en el debate, la prueba, el 

alegato que está establecido en el Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo 

de la Función Ejecutiva y en las normas del Código de Procedimiento Civil para 

el caso de lo civil  

 

Dos juicios contradictorios no pueden ser a un mismo tiempo verdaderos, 

contradicción del imperativo: El mandato sería contradictorio si al mismo tiempo 

manda hacer y no hacer algo por lo tanto no pueden ser obedecidos ni válidos. 

 

Contradicción de lo lógico jurídico: Dos normas se oponen 

contradictoriamente cuando teniendo ámbitos iguales de validez material, espacial 

y temporal, una permite y la otra prohíbe a los mismos sujetos la misma 

conducta.  

 

Principio de aplicabilidad directa e inmediata de la norma constitucional  

 

Los derechos y garantías establecidos en la Norma Suprema y en los 

instrumentos internacionales de derechos humanos, sean de directa e inmediata 
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aplicación por y ante cualquier servidor público, administrativo o judicial, de 

oficio o a petición de parte 

 

El principio de aplicación directa e inmediata de los derechos y garantías 

constitucionales está orientado al ejercicio de los mismos, de tal modo que rige en 

todo el ordenamiento jurídico y sirve como fuente en la redacción de normas de 

desarrollo legislativo de derechos constitucionalmente reconocidos, 

constituyéndose en uno de los fundamentos sobre el que descansa la validez del 

ordenamiento jurídico.  

 

Las normas interactúan entre sí y están interconectadas en principios de 

aplicación general, instituyéndose en un sistema jurídico donde la Constitución es 

la norma fundamental. La expresión ordenamiento o sistema jurídico se refiere 

precisamente al “conjunto unitario y coherente de normas jurídicas que rigen en 

un cierto momento dentro de un ámbito espacial determinado”, de manera que no 

es un conjunto yuxtapuesto ni caótico de preceptos o normas jurídicas, sino que 

partiendo de un fundamento común de validez, a su vez, le permite unidad, 

coherencia e integralidad. 

 

Las juezas y jueces, las autoridades administrativas y las servidoras y 

servidores de la Función Judicial, aplicarán directamente las normas 

constitucionales y las previstas en los instrumentos internacionales de derechos 

humanos cuando estas últimas sean más favorables a las establecidas en la 

Constitución, aunque las partes no las invoquen expresamente.  

 

Los derechos consagrados en la Constitución y los instrumentos 

internacionales de derechos humanos serán de inmediato cumplimiento y 

aplicación.  

 

No podrá alegarse falta de ley o desconocimiento de las normas para 

justificar la vulneración de los derechos y garantías establecidos en la 

Constitución, para desechar la acción interpuesta en su defensa, o para negar el 

reconocimiento de tales derechos. Misma relación con el Art. 11 de la 
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Constitución. 

  

Principio de interpretación integral de la norma constitucional  

 

Según García Falconi J. (2014) “El acto de interpretar la ley parece 

implicar una serie de actividades de orden técnico, científico y otras relacionadas 

con la subjetividad del intérprete.  

 

Interpretar, en el sentido más lato del término, podría entenderse como: 

“Desentrañar el sentido de la norma” “Descubrir su razón de ser”. En este sentido 

lato, la acción de interpretar, es una acción con determinados grados de 

complejidad según se utilice algún método propiamente dicho de 

interpretación”,  por esto la importancia de la racionalidad al momento de que la o 

el juez interprete, además de los principios de ponderación y de proporcionalidad, 

cuyos análisis los he realizado en varios trabajos que he publicado. 

 

El tratadista alemán Karl Lorenz señala que el objeto de interpretación es 

el texto legal. “De tal manera que la interpretación es un hacer mediador, por el 

cual el intérprete comprende el sentido de un texto que se ha convertido en 

problemático, debe por tanto decidirse por entre muchas posibles 

interpretaciones que hacen aparecer precisamente a la interpretación elegida 

como la pertinente”. 

 

Con razón el tratadista español Eduardo García, dice: “El quehacer del 

jurista es en buena medida interpretar textos”. 

  

Supone que hay dos tipos de interpretación: 

 

1. La lógica clásica, que es un sistema deductivo de demostrar que llevan a 

una solución, donde se utiliza el silogismo, esto conduce a un tipo de 

razonamiento analítico. Ejemplo: Juan es hombre. Todos los hombres son 

mortales. Por tal Juan es mortal. 

2. Razonamiento retorico, está basado en la experiencia, no parte de 
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cuestiones verdaderas, pues es una construcción de una realidad. 

 

Así el juez o jueza construye la versión fiscal, a base de lo que cuenta el 

abogado del procesado y el abogado del pueblo que es el fiscal. 

 

Hipótesis positiva  

 

El silencio administrativo en las entidades públicas  vulnera el derecho de 

los administrados  por trámites de cambio de domicilio en el ARCSA Ambato 

 

Hipótesis Negativa   

 

El silencio administrativo en las entidades públicas no vulnera el derecho 

de los administrados por trámites de cambio de domicilio en el ARCSA Ambato 

 

Señalamiento de variables 

 

Variable Independiente: Silencio Administrativo 

 

Variable Dependiente: Derechos de los administrados  
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CAPÍTULO III 

 

METODOLOGÍA 

 

Enfoque  de la Investigación 

 

El presente trabajo de investigación está basado en el paradigma 

cualitativo-cuantitativo, el mismo que pretende llegar a un conocimiento objetivo 

y no a un conocimiento memorístico, lo importante de este paradigma es ponerse 

de acuerdo al momento de la interpretación de todo lo que se está estudiando, para 

poder obtener una realidad basada en los conocimientos en correlación con la 

realidad del mundo en que nos desenvolvemos.  

 

(Bernal C. 2006), manifiesta: “El enfoque cuantitativo se fundamenta en el 

razonamiento deductivo, van de lo general a lo particular, es decir, pretende 

generalizar, de tal forma que si algo se cumple en un segmento de la población 

debe ser aplicable para toda la población”  

 

Se analizará como el silencio administrativo aplicado en las entidades 

públicas vulnera los  derechos de los administrados, ya que operan de manera 

incorrecta por parte del personal de las instituciones públicas del Estado. 

  

En primera instancia, es importante determinar que el enfoque de la 

investigación está amparado en el paradigma cualitativo, cuantitativo,  al tratarse 

de una investigación de carácter Jurídico social con un ámbito administrativo, la 

interpretación de los hechos y acciones quedan al arbitrio del investigador, ya que 

descifrará el análisis de la problemática que es la: vulneración de derechos 

constitucionales de los administrados, provocando un problema jurídico social ya 

que no se está aplicando correctamente el derecho administrativo, es  Cuantitativa, 

que se interpretará éste fenómeno jurídico utilizando fórmulas matemáticas y 
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estadísticas viables para el análisis e interpretación de los datos que  se obtendrá; 

datos numéricos tabulados estadísticamente, los mismos que serán recopilados 

mediante las técnicas e instrumentos necesarios.  

 

Modalidad Básica de la Investigación 

 

Bibliográfica Documental 

 

Según los autores Herrera, Medina y Naranjo Galo ( 2012), la 

investigación bibliográfica documental  “Tiene el propósito de detectar, ampliar y 

profundizar diferentes enfoques, teorías, conceptualizaciones y criterios de 

diversos autores sobre una cuestión determinada, basándose en documentos 

(fuentes primarias), o libros, revistas, periódicos y otras publicaciones”.  

 

La presente investigación se constituirá en el producto de la recolección y 

recopilación de información sobre el silencio administrativo, sus plazos y 

términos así como los efectos jurídicos que de este se deslinden, también 

analizaremos como este influye en la vulneración de derechos de los 

administrados, misma  que se ha obtenido en textos como:  

 

El Silencio Administrativo. Editorial Cornejo 2009 del Dr. Cordero 

Ordoñez Patricio, Derecho Administrativo. Bibliográfica Omeba. Argentina, y 

Derecho Administrativo Ediciones, Ciudad Argentina 2006, del Dr. Dromi 

Roberto entre otros,  así como en cuerpos legales tales como la Constitución de la 

República del Ecuador, ERJAFE, Acuerdos Ministeriales,  Ley de Modernización 

del Estado, Ley de Control Jurisdiccional y control constitucional. 

 

De Campo 

 

Según los autores Herrera, Medina y Naranjo Galo (2012), la investigación 

de campo es “El estudio sistemático de los hechos en el lugar en que se producen. 

En esta modalidad el investigador toma contacto en forma directa con la 

realidad, para obtener información de acuerdo con los objetivos del proyecto”.   
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 La recolección de la información se la realizará de forma directa  en las 

farmacias independientes de la Ciudad de Ambato, así como a los Funcionarios 

del ARCSA Ambato mismos que tienen sus oficinas en el Subcentro de salud N° 

2 en la Calle Lalama más abajo de la iglesia Medalla Milagrosa,  por parte del 

investigador la misma que se obtendrá por medio encuestas y diálogos mantenidos 

con los actores directos de este problema, mismos que nos ayudaron compartiendo 

sus conocimientos y vivencias en relación con el tema de investigación.  

 

Nivel o Tipo de Investigación 

 

Exploratorio 

 

Según los autores Herrera, Medina y Naranjo Galo (2012), manifiesta 

“conduce a la formulación de leyes, respondiendo a un porque, para comprobar 

experimentalmente una hipótesis.” 

   

La investigación es de nivel exploratoria porque tratamos de adentrarnos 

en la investigación para poder resolver las inquietudes planteadas dentro de la 

misma sobre el silencio administrativo en las entidades públicas y la vulneración 

de derechos de los administrados ya que esta nos deja grandes dudas, como son 

¿tienen los conocimientos necesarios los funcionarios del ARCSA?, ¿Son 

profesionales afines a derecho quienes sancionan o resuelven los actos 

administrativos? 

 

Descriptivo 

 

Según los autores Herrera, Medina y Naranjo (2012), la investigación 

descriptiva es “la que permite predicciones  rudimentarias  que comparan dos o 

más fenómenos, situaciones o estructuras, para caracterizar una comunidad 

describiendo como se realiza la investigación.” 

 

Este tipo de investigación, realiza el planteamiento del problema, permite 

la formulación de hipótesis, selecciona la metodología a utilizar, aumentando así 
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el grado de familiaridad con el problema a investigar. Por tanto, la actual 

investigación se hallará en este nivel porque admitirá analizar y valorar cada 

variable, porque permitirá seguir una secuencia lógica para formular la propuesta 

que ayude a subsanar este vacío legal.   

 

Es descriptiva porque se podrá  aportar información sobre alguien, el 

ARCSA y las farmacias independientes enunciando o describiendo los problemas 

de estas con la administración pública. 

  

Asociación de Variables 

 

Según los autores Herrera, Medina y Naranjo (2012), la asociación de 

variables es “la que permite predicciones estructuradas  análisis de la 

correlación de las variables, para medir el grado de relación de las mismas, 

determinando modelos de comportamiento mayoritario”.  

 

Este tipo de investigación, permitirá asociar las variables, es decir, analizar 

y valorar cada variable así como el comportamiento de las mismas para que pueda 

influir de alguna manera sobre la hipótesis y expectativas planeadas para el 

desarrollo del presente estudio, es decir analizaremos el silencio administrativo a 

fondo, y las repercusiones que esto tiene en contra de los funcionarios. 

 

Valores 

 

En la investigación se trata de identificar valores, como la honestidad, la 

ética profesional de cada uno de los miembros de la administración pública los 

mismos que son los encargados de resolver cada una de las peticiones realizadas 

por la administración en donde debe primar la justicia y la lealtad procesal, entre 

los principales valores, cabe recordar que no solo se trata de los valores de la 

administración pública sino de los valores de los funcionarios. 

 

Población y Muestra 

 

http://definicion.de/informacion/
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Población.- La población es un término que se lo define de esta manera 

“Población es  la cantidad de personas que viven en un determinado lugar en 

un momento en particular. Si bien se trata de un concepto que se define en 

términos bastante sencillos, el estudio de la población es, sin duda, de gran 

aporte para múltiples disciplinas”. 

 

Para la presente investigación se va a considerar como la población a cada 

una de las farmacias independientes de la ciudad de Ambato agremiadas a la 

FEDERACION DE FARMACIAS INDEPENDIENTES, la misma que preside el 

señor Miguel Pérez quien es dueño de la farmacia ubicada en el sector del colegio 

Ambato en las calles García Moreno entre Unidad Nacional y Vargas Torres, 

quien es el encargado de manejar la afiliación de todas las farmacias que quieran 

pertenecer a este federación, quien nos indicó de manera verbal que existen 90 

farmacias independiente agremiadas a esta institución.  

 

Muestra.- según Zorrilla y Torres (1992, pp.76-77) A la muestra se la 

define como “La actividad por la cual se toman ciertas muestras de una 

población de elementos de los cuales vamos a tomar ciertos criterios de 

decisión, el muestreo es importante porque a través de él podemos hacer 

análisis de situaciones de una empresa o de algún campo de la sociedad” 

 

La población y la muestra no tienen otro fin que ayudarnos a identificar las 

personas o los actores reales que serán parte de la investigación o los que 

aportaran con sus conocimientos en la elaboración de la misma, conocimientos 

que los encontraremos luego de determinar la cantidad de persona y cuales va a 

ser los entrevistados o encuestados, para poder extraer sus conocimientos. 

 

Cuadro No. 1 Funcionarios del ARCSA Ambato 

ITEM DETALLE N° DE HABITANTES 

1 Hombres 4 

2 Mujeres 2 

3 Total  6 

Fuente: ARCSA 

Elaboración: Segundo Torres 
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CUADRO N° 2 

Fuente: Colegio de Abogados 

Elaboración: Franklin Antonio Coello 

Balladares 

CUADRO N° 2 

Fuente: Colegio de Abogados 

Elaboración: Franklin Antonio Coello 

Balladares 

CUADRO N° 2 

Fuente: Colegio de Abogados 

Elaboración: Franklin Antonio Coello 

Balladares 

Cuadro No. 2 Farmacias independientes  

Fuente: Federación de Farmacias Independientes 

Elaboración: Segundo Torres 

 

Cuadro No. 3 Determinación de la muestra 

Fuente: Cuadro 1 y 2 

Elaboración: Segundo Torres 

 

La encuesta se realizara al total de la población ya que el universo total de 

la muestra es inferior a 100, por lo tanto no es necesario aplicar ninguna de las 

formulas preexistentes en los libros de investigación para determinar la población. 

 

ITEM DETALLE N° DE HABITANTES 

1 Farmacias independientes  90 

2 Total  90 

ITEM DETALLE N° DE HABITANTES 

1 Funcionarios ARCSA 6 

2 Farmacias independientes  90 

3 Total  96 



68 

OPERACIONALIZACIÓN DE VARIABLES 

 

Variable Independiente: Silencio Administrativo  

Conceptualización Categorías Indicadores Ítems Básicos Técnicas e 

Instrumentos 

 

El Silencio Administrativo es 

una presunción o ficción legal 

en virtud de la cual, 

transcurrido cierto plazo sin 

resolver las administraciones 

públicas y producidas además 

determinadas circunstancias, 

se entenderá denegada u 

otorgada la petición o el 

recurso formulado por los 

particulares u otras 

administraciones. 

 

"Hay silencio administrativo 

en los casos en los que la 

administración calla cuando 

tiene algo que decir" 

 

 

 Presunción  
 

 

 

 

 

 

 

 

 Resolución 
 

 

 

 Derecho de 
petición 

  

 

 

 

 

 

 

 

 Denegadas 

 Otorgadas 

 

¿Conoce que es el silencio 

administrativo? 

 

¿Conoce los efectos jurídicos 

que produce la aceptación del 

silencio administrativo? 

 

¿Conoce qué es el derecho de 

petición que tienen los 

administrados? 

 

¿Conoce que hacer cuando las 

resoluciones de la administración 

vulneran derechos 

constitucionales . respecto al 

silencio administrativo? 

 

¿Se puede seguir acciones 

legales en contra de los 

funcionarios que no confieran el 

silencio administrativo? 

 

 

 

 

 Encuesta 
 

 

 

 

 

 

 Cuestionario  
 

 

 

Cuadro No. 4 Variable Independiente: 

Elaborado por: Segundo Torres 

http://www.monografias.com/Administracion_y_Finanzas/index.shtml
http://www.monografias.com/Administracion_y_Finanzas/index.shtml
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OPERACIONALIZACIÓN DE VARIABLES 

 

Variable Dependiente: Derechos de los Administrados  

Conceptualización Categorías Indicadores Ítems Básicos Técnicas e 

Instrumentos 

Cuando hablamos de 

administrado estamos también 

hablando de interesado, 

porque en ambos casos, se 

trata de un particular, que se 

dirige a la administración para 

solicitar, pedir, reclama algo 

de su interés. 

 

 El administrado va a ser por 

lo tanto, en la mayor parte de 

los casos el sujeto pasivo de la 

relación jurídico 

administrativa, ya que, la 

parte activa será la 

Administración. 

 

 

 

 Particular  
 

 

 

 

 

 

 

 Relación Jurídica 
 

 

 

 

 Persona natural  

 Persona Jurídica 
 

 

 

 Sujetos de la 

administración 

 La 
administración 

¿Conoce cuáles son los derechos 

del administrado? 

 

¿Está de acuerdo en que se sancione 

mediante un sumario administrativo 

a los funcionarios que no 

certifiquen el silencio 

administrativo? 

 

¿Los administrados tienen derechos 

constitucionales con respecto al 

silencio administrativo? 

 

¿La administración pública está en 

la obligación de respetar los 

derechos de los administrados?  

 

¿La administración está en la 

obligación de hacer lo más 

favorable al administrado en casos 

de oscuridad de la ley? 

 

 

 

 

 

 Encuesta 
 

 

 

 

 

 Cuestionario  
 

 

 

Cuadro No. 5 Variable Independiente: 

Elaborado por: Segundo Torres 



70 

GUIA DE OBSERVACIÓN 

 

CRITERIO/ COMPORTAMIENTO OBSERVABLE 
PUNTOS 

(de 0 a 1) 

Conocen lo que es el Silencio Administrativo.  

Se resuelven las peticiones de las farmacias independientes en los 

términos previstos por la ley   

 

Se respeta las Normas constitucionales en las resoluciones 

emitidas por la administración pública.  

 

Las resoluciones que da la administración a las peticiones de sus 

administrados son extemporáneas.  

 

Las acciones de protección presentadas por la administrada ayuda 

a evitar la vulneración de derechos. 

 

Los funcionarios del ARCSA emiten el certificado de silencio 

administrativo en los casos que operan para el efecto respectivo del 

derecho de petición del administrado. 

 

Total   

Cuadro No. 6 Guía de observación  

Realizado por: Segundo Torres 
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Recolección de la Información 

 

La información se aplicará con las siguientes técnicas que a continuación se 

detallan: 

 

 PREGUNTAS EXPLICACIÓN 

¿Para qué? Para relacionar el tema de investigación con 

fundamentos teóricos científicos, e 

interpretar los hechos y fenómenos del 

problema planteado.  

¿A qué personas o sujetos? La recolección de información se la 

realizara a los funcionarios del ARCSA 

Ambato y a las Farmacias independientes 

de la ciudad 

¿Sobre qué aspectos? Sobre el silencio administrativo y los 

derechos del administrado 

¿Quién? El Investigador Segundo Torres  

¿Cuándo? Durante el  Segundo Semestre del año 2014. 

¿Lugar de recolección de la 

información? 

ARCSA Ambato y Farmacias 

independientes de la ciudad  

¿Cuántas veces? Por una sola ocasión 

¿Qué técnicas de recolección? Encuesta 

¿Con que? Cuestionario  

¿En qué situación? En un ambiente de total colaboración por 

parte del personal de los involucrados 

Cuadro No. 7 Recolección de la Información. 

Realizado por: Segundo Torres 
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CAPÍTULO IV 

 

ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS 

 

      La recolección, tabulación, análisis e interpretación de datos se realiza 

mediante la técnica de la encuesta con un instrumento esencial que es el 

cuestionario, misma que será aplicada a 96 personas que son el tamaño de la 

población total de acuerdo al número de funcionarios del ARCSA Ambato, así a 

los dueños de las farmacias independientes de la ciudad. 

 

     Una vez aplicadas las encuestas, se realiza la tabulación respectiva para 

dar mayor significado a la propuesta que pretende establecer el resultado de la 

investigación. 

 

A continuación se detallan los resultados obtenidos de las encuestas las 

mismas que se representan por cuadros estadísticos y el respectivo análisis e 

interpretación de acuerdo a cada pregunta formulada en el cuestionario. 

 

Boletas de encuesta valida a ser aplicada a los  a los funcionarios del 

ARCSA Ambato así como a los dueños o representantes legales de las farmacias 

independientes de la ciudad de Ambato. 

 

UNIVERSIDAD TECNICA DE AMBATO 

 

FACULTAD DE JURISPRUDENCIA Y CIENCIAS SOCIALES  

 

CARRERA DE DERECHO 

 

OBJETIVO: Estudiar la problemática sobre el Silencio Administrativo en las 

entidades públicas  y la vulneración de derechos de los administrados.
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PREGUNTAS DE LA ENCUESTA 

 

1. ¿Conoce que es el silencio administrativo? 

 

Cuadro No. 8 Pregunta No. 1 

PREGUNTA N° 1 N° DE RESPUESTAS PORCENTAJE 

SI 42 44% 

NO 54 56% 

TOTAL 96 100% 

FUENTE: Encuesta 

ELABORADO: Segundo Torres 

 

 

Gráfico No. 5 Pregunta No. 1 
FUENTE: Cuadro N° 7 

ELABORADO: Segundo Torres 

 

Análisis de datos 

Realizado el análisis minucioso, se observa que de los 96 encuestados 

entre dueños y representantes legales de las farmacias independientes funcionarios 

del ARCSA Ambato; 42 manifiestan que si conocen lo que es el silencio 

administrativo, lo que representa el 44%, mientras que 54 encuestados no conocen 

lo que es el silencio administrativo, lo que representa el 56%. 

 

Interpretación de resultados 

Del análisis realizado se determina que la mayoría de los encuestados no 

conoce lo que es el silencio administrativo, mientras que la minoría si conoce lo 

que es el silencio administrativo. 

45% 

55% SI

NO
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2. ¿Conoce los efectos jurídicos que se producen por la aceptación del 

silencio administrativo? 

 

Cuadro No. 9 Pregunta No. 2 

PREGUNTA N° 2 N° DE RESPUESTAS PORCENTAJE 

SI   35 36% 

NO  61 64% 

TOTAL 96 100% 

FUENTE: Encuesta 

ELABORADO: Segundo Torres 

  

  

Gráfico No. 6 Pregunta No. 2 

FUENTE: Cuadro N°8 

ELABORADO: Segundo Torres 

 

Análisis de datos 

Realizado el análisis minucioso, se observa que de los 96 encuestados 

entre dueños y representantes legales de las farmacias independientes funcionarios 

del ARCSA Ambato; 35 si conocen los efectos jurídicos que se produce por la 

aceptación del silencio administrativo, lo que representa el 36%, 61 no conocen 

los efectos jurídicos que se produce por la aceptación del silencio administrativo, 

lo que representa el 64% 

 

Interpretación de resultados 

Del análisis realizado se determina que la mayoría de los encuestados no 

conoce los efectos jurídicos que se produce por la aceptación del silencio 

administrativo, mientras que la minoría si conoce los efectos jurídicos. 

36% 

64% 

SI

NO
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3. ¿Conoce qué es el derecho de petición que tienen los administrados? 

 

Cuadro No. 10 Pregunta No. 3 

PREGUNTA N° 3 N° DE RESPUESTAS PORCENTAJE 

SI 15 16% 

NO 81 81% 

TOTAL 96 100% 

FUENTE: Encuesta 

ELABORADO: Segundo Torres 

 

  

Gráfico No. 7 Pregunta No. 3 
FUENTE: Cuadro N° 9 

ELABORADO: Segundo Torres 

 

Análisis de datos 

Realizado el análisis minucioso, se observa que de los 96 encuestados 

entre dueños y representantes legales de las farmacias independientes funcionarios 

del ARCSA Ambato; 15 si conocen lo que es el derecho de petición que tienen los 

administrados, lo que representa el 16%, 81 no conocen lo que es el derecho de 

petición que tienen los administrados, lo que representa el 84%  

 

Interpretación de resultados 

Del análisis realizado se determina que la mayoría de los encuestados no 

conocen lo que es el derecho de petición que poseen los administrados, mientras 

que la minoría si conoce lo que es el derecho de petición que tienen los 

administrados con relación a la administración pública.  

16% 

84% 

SI

NO
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4. ¿Conoce que hacer cuando las resoluciones de la administración 

vulneran derechos constitucionales con respecto al silencio 

administrativo? 

 

Cuadro No. 11 Pregunta No. 4 

PREGUNTA N°  4 N° DE RESPUESTAS PORCENTAJE 

SI 65 67% 

NO  31 33% 

TOTAL 96 100% 
FUENTE: Encuesta 

ELABORADO: Segundo Torres 

 

  

Gráfico No. 8 Pregunta No. 4 

FUENTE: Cuadro N° 10 

ELABORADO: Segundo Torres 

 

Análisis de datos 

Realizado el análisis minucioso, se observa que de los 96; 65 encuestados 

si conocen que hacer cuando las resoluciones administrativas vulneran los 

derechos constitucionales, lo que representa el 67%, 31 conocen que hacer cuando 

las resoluciones administrativas vulneran los derechos constitucionales, lo que 

representa el 21%,  

 

Interpretación de resultados 

Del análisis realizado se determina que la mayoría de los encuestados si 

conocen que hacer cuando las resoluciones administrativas vulneran los derechos 

constitucionales, mientras que la minoría no conocen que hacer cuando las 

resoluciones administrativas vulneran los derechos constitucionales. 

 

67% 

33% SI

NO
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5. ¿Conoce que acciones legales se puede seguir en contra de los 

funcionarios que no confieran el silencio administrativo? 

 

Cuadro No. 12 Pregunta No. 5 

PREGUNTA N°  5 N° DE RESPUESTAS PORCENTAJE 

SI 38 40% 

NO 58 60% 

TOTAL 96 100% 
FUENTE: Encuesta 

ELABORADO: Segundo Torres 

 

 

Gráfico No. 9 Pregunta No. 5 

FUENTE: Cuadro N° 11 

ELABORADO: Segundo Torres 

 

Análisis de datos 

Realizado el análisis minucioso, se observa que de los 96 encuestados 

entre dueños y representantes legales de las farmacias independientes funcionarios 

del ARCSA Ambato; 38 manifiestan que si conocen que acciones legales que se 

pueden seguir en contra de los funcionarios que nieguen el silencio 

administrativo, lo que representa el 40%, 58 manifiestan que conocen las acciones 

legales que se  pueden seguir, lo que representa el 60% 

  

Interpretación de resultados 

Del análisis realizado se determina que la mayoría de los encuestados 

manifiestan que no conocen que acciones legales que se puede seguir en contra de 

los funcionarios que nieguen el silencio administrativo, mientras que la minoría 

manifiesta que si conocen que acciones legales que se puede seguir 

40% 

60% 
SI

NO
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6. ¿Conoce cuáles son los derechos del administrado? 

 

Cuadro No. 13 Pregunta No. 6 

PREGUNTA N°  6 N° DE RESPUESTAS PORCENTAJE 

SI 39 40% 

NO 57 60% 

TOTAL 96 100% 

FUENTE: Encuesta 

ELABORADO: Segundo Torres 

 

 

Gráfico No. 10 Pregunta No. 6 
FUENTE: Cuadro N° 12 

ELABORADO: Segundo Torres 

 

Análisis de datos 

Realizado el análisis minucioso, se observa que de los 96 encuestados 

entre dueños y representantes legales de las farmacias independientes funcionarios 

del ARCSA Ambato; 39 si conocen cuales son los derechos de los administrados, 

lo que representa el 40%, mientras 57 encuestados manifiestan que no conocen los 

derechos de los administrados lo que representa el 60%  

 

Interpretación de resultados 

Del análisis realizado se determina que la mayoría de los encuestados no 

conoce lo que son los derechos de los administrados, mientras que la minoría si 

conoce cuales son los derechos de los administrados 

 

40% 

60% 
SI

NO
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7. ¿Está de acuerdo en que se sancione mediante un sumario administrativo 

a los funcionarios públicos que no certifiquen el silencio administrativo? 

 

Cuadro No. 14 Pregunta No. 7 

PREGUNTA N° 7 N° DE RESPUESTAS PORCENTAJE 

SI 45 47% 

NO 51 53% 

TOTAL 96 100% 

FUENTE: Encuesta 

ELABORADO: Segundo Torres 

  

  

Gráfico No. 11 Pregunta No. 7 
FUENTE: Cuadro N° 13 

ELABORADO: Segundo Torres 

 

Análisis de datos 

Realizado el análisis minucioso, se observa que de los 96 encuestados 

entre dueños y representantes legales de las farmacias independientes funcionarios 

del ARCSA Ambato; 45si consideran que se debe sancionar mediante un sumario 

administrativo a los funcionarios que no certifiquen el silencio administrativo, lo 

que representa el 47%, 51 no consideran que se debe sancionar mediante un 

sumario administrativo a los funcionarios que no certifiquen el silencio 

administrativo, lo que representa el 43%.  

 

Interpretación de resultados 

Del análisis realizado se determina que la mayoría de los encuestados no 

consideran que se deba sancionar mediante un sumario administrativo a los 

funcionarios que no certifiquen el silencio administrativo, mientras que la minoría  

si consideran que se debe sancionar mediante un sumario administrativo.  

47% 
53% 

SI

NO



80 

8. ¿Los administrados tienen derechos constitucionales con respecto al 

silencio administrativo? 

 

Cuadro No. 15 Pregunta No. 8 

PREGUNTA N°  8 N° DE RESPUESTAS PORCENTAJE 

SI 70 73% 

NO  26 27% 

TOTAL 96 100% 
FUENTE: Encuesta 

ELABORADO: Segundo Torres 

 

 

Gráfico No. 12 Pregunta No. 8 
FUENTE: Cuadro N° 14 

ELABORADO: Segundo Torres 

 

Análisis de datos 

Realizado el análisis minucioso, se observa que de los 96 encuestados 

entre dueños y representantes legales de las farmacias independientes funcionarios 

del ARCSA Ambato; 70 consideran que los administrados tienen derechos 

constitucionales, lo que representa el 73%, mientras que 26 manifiestan que el los 

administrados no tienen derechos constitucionales, lo que representa el 27%  

 

Interpretación de resultados 

Del análisis realizado se determina que la mayoría de los encuestados 

consideran que los administrados si tienen derechos constitucionales, mientras que 

la minoría considera que los administrados no tienen derechos constitucionales.  

73% 

27% 

SI

NO
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9. ¿La administración publica está en la obligación de respetar los derechos 

de los administrados?  

 

Cuadro No. 16 Pregunta No. 9 

PREGUNTA N° 1 N° DE RESPUESTAS PORCENTAJE 

SI 55 57% 

NO 41 43% 

TOTAL 96 100% 

FUENTE: Encuesta 

ELABORADO: Segundo Torres 

 

  

Gráfico No. 13 Pregunta No. 9 
FUENTE: Cuadro N° 15 

ELABORADO: Segundo Torres 

 

Análisis de datos 

Realizado el análisis minucioso, se observa que de los 96 encuestados 

entre dueños y representantes legales de las farmacias independientes funcionarios 

del ARCSA Ambato; 70 manifiestan que la administración publica esta en la 

obligación de respetar los derechos de los administrados, lo que representa el 

73%, mientras 26  manifiestan que la administración pública no está en la 

obligación de respetar los derechos de los administrados, lo que representa el 27% 

 

Interpretación de resultados 

Del análisis realizado se determina que la mayoría de los encuestados 

consideran que la administración pública está en la obligación de respetar los 

derechos de los administrados, mientras que la minoría considera que la 

administración pública no está en obligación de respetar los derechos de los 

administrados. 

57% 

43% SI

NO
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10. ¿La administración está en la obligación de hacer lo más favorable al 

administrado en casos de oscuridad de la ley? 

 

Cuadro No. 17 Pregunta No. 10 

PREGUNTA N°  10 N° DE RESPUESTAS PORCENTAJE 

SI 34 35% 

NO 62 65% 

TOTAL 96 100% 

FUENTE: Encuesta 

ELABORADO: Segundo Torres 

 

 

Gráfico No. 14 Pregunta No.10 

FUENTE: Cuadro N° 16 

ELABORADO: Segundo Torres 

 

Análisis de datos 

Realizado el análisis minucioso, se observa que de los 96 encuestados 

entre dueños y representantes legales de las farmacias independientes funcionarios 

del ARCSA Ambato; 34 manifiestan que en casos de oscuridad la administración 

está en la obligación de  hacer lo más favorable en favor del administrado, lo que 

representa el 35%, 62 manifiestan que no está en la obligación de hacer lo más 

favorable para el administrado.  

 

Interpretación de resultados 

Del análisis realizado se determina que la mayoría de los encuestados 

consideran que en casos de oscuridad la administración no está en la obligación de 

hacer lo más favorable en favor del administrado, mientras que la minoría si 

considera que se debe hacer lo más favorable al administrado.  

35% 

65% 

SI

NO
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RESUMEN DE GRÁFICOS 

 

Cuadro No. 18 Resumen de Gráficos  

 

PREGUNTA N° SI % NO % TOTAL % 

1 42 44% 54 69%% 96 100% 

2 35 36% 61 64% 96 100% 

3 15 16% 81 84% 96 100% 

4 65 67% 31 33% 96 100% 

5 38 40% 58 60% 96 100% 

6 39 40% 57 60% 96 100% 

7 45 47% 51 53% 96 100% 

8 70 73% 26 27%% 96 100% 

9 55 57% 41 43% 96 100% 

10 34 35% 62 65% 96 100% 

TOTAL 44 46% 52 54% 96 100% 

FUENTE: Encuesta 

ELABORADO: Segundo Torres 

 

  

Gráfico No. 15 Resumen de Gráficos 

FUENTE: Cuadro N° 17 

ELABORADO: Segundo Torres 

46% 

54% 

SI

NO
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Análisis de datos 

 

Realizado el análisis minucioso, se observa que de los 96 encuestados  que 

son el 100% de la población, entre dueños y representantes legales de las 

farmacias independientes funcionarios del ARCSA Ambato; 47 encuestados si 

tienen los conocimientos necesarios sobre lo que el silencio admirativo, así como 

conocen de los derechos de los administrados y la función de la administración 

pública con respecto del derecho de petición, lo que representa el 49% mientras 

que  49 de los encuestados no tienen los conocimientos necesarios sobre lo que el 

silencio administrativo, así como conocen de los derechos de los administrados y 

la función de la administración pública con respecto del derecho de petición, lo 

que representa el 51%. 

 

Interpretación de resultados 

 

Del análisis realizado se determina que la mayoría no tienen los 

conocimientos necesarios sobre lo que el silencio administrativo, así como 

conocen de los derechos de los administrados y la función de la administración 

pública con respecto del derecho de petición, mientras que la minoría si  tienen los 

conocimientos necesarios sobre lo que el silencio administrativo, así como 

conocen de los derechos de los administrados y la función de la administración 

pública con respecto del derecho de petición 
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VERIFICACIÓN DE LA HIPÓTESIS 

 

Tamaño de la muestra: 96 

 

Cuadro No. 19 Verificación de la Hipótesis  

N° PREGUNTAS SI NO SUMA 

1 ¿Conoce que es el silencio administrativo? 42 54 96 

2 ¿Conoce los efectos jurídicos que produce la 

aceptación del silencio administrativo? 

35 61 96 

3 ¿Conoce qué es el derecho de petición que tienen 

los administrados? 

15 81 96 

4 ¿Conoce que hacer cuando las resoluciones de la 

administración vulneran derechos 

constitucionales? 

65 31 96 

5 ¿Conoce que acciones legales se puede seguir en 

contra de los funcionarios que no confieran el 

silencio administrativo? 

38 58 96 

6 ¿Conoce cuáles son los derechos del 

administrado? 

39 57 96 

7 ¿Está de acuerdo en que se sancione mediante un 

sumario administrativo a los funcionarios que no 

certifiquen el silencio administrativo? 

45 51 96 

8 ¿Los administrados tienen derechos 

constitucionales? 

70 26 96 

9 ¿La administración pública está en la obligación 

de respetar los derechos de los administrados?  

55 41 96 

10 ¿La administración está en la obligación de hacer 

lo más favorable al administrado en casos de 

oscuridad? 

34 62 96 

TOTAL SUMA 438 522 960 

CE  44 52 96 

FUENTE: Encuesta 

ELABORADO: Segundo Torres 
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CE=  Total de preguntas de la columna X Total de casos de investigación 

Total de respuestas 

Calculo del Chi cuadrado = Xi
2
 

Cuadro No. 20 Chi cuadrado = Xi
2
 

 

 

O E O-E (O-E)^2 (O-E)^2/E 

42 44 -2 4 0.090 

35 44 -9 81 1.84 

15 44 -29 841 19.11 

65 44 21 441 10.02 

38 44 -6 36 0.81 

39 44 -5 25 0.56 

45 44 1 1 0.022 

70 44 26 676 15.36 

55 44 11 121 2.75 

34 44 -10 100 2.27 

54 52 2 4 0.07 

61 52 9 81 1.55 

81 52 29 841 16.17 

31 52 -21 441 8.48 

58 52 6 36 0.69 

57 52 5 25 0.48 

51 52 -1 1 0.01 

26 52 -26 676 13 

41 52 11 121 2.32 

62 52 10 100 1.92 

 

FUENTE: Encuesta 

ELABORADO: Segundo Torres 

 

 

Xi2                                                                                     97.522  

Observados  Esperados 

SI 

 

 

 

NO 
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Determinación de Grados de Libertad 

gl=(número de filas – 1) X (número de columnas  - 1) 

gl= ( 10- 1 )  X  ( 2-1  ) 

gl= ( 9)  X  (  1 ) 

gl= 9 

 

Ubicación al valor  que debía  haber asumido Xi
2 

con la determinación de 

los grados de libertad 3 y 5% de error del valor que es igual a 16,9190 

 

Xi
2=  

  97.522  

gl= 9 

e= 0.05  

k= 16,9190 

Campana del contraste o tés de hipótesis 

 

 

Gráfico No. 16 Campana del contraste o tés de hipótesis 
FUENTE: Tés de Hipótesis 

ELABORADO: Segundo Torres 

 

H0: 97.522 ≠  16,9190    H1: 97.522 >  16,9190 
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GRAFICO N° 16   

 

En el contraste de la hipótesis se estableció bajo el primer parámetro que 

se ajusta que la hipótesis no es igual que el valor de Xi²,  hipótesis alternativa no 

es igual a la establecida.  

 

Hipótesis alternativa es mayor a la establecida. 

 

Por lo cual hemos  concluido con la siguiente hipótesis 

 

El silencio administrativo en las entidades públicas  vulnera el derecho de 

los administrados  por trámites de cambio de domicilio en el ARCSA Ambato 
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CAPÍTULO V 

 

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

 

Conclusiones  

 

 De todo lo manifestado dentro del presente trabajo se ha llegado a la conclusión 

de que la mayoría de las personas no conocen lo que es el silencio administrativo 

y que la ley que lo ampara es una ley ambigua ya que nos habla de sanciones de 

los funcionarios públicos de conformidad al Código Penal. 

 

 El cambio de domicilio de las farmacias es derecho constitucional que ampara 

en su Art.33 el derecho al trabajo en cualquiera de las formas sea en relación de 

dependencia o en forma autónoma que los administrados lo pueden solicitar en 

cualquier momento.  

 

 Los funcionarios públicos no reconocen el silencio administrativo mediante el 

derecho de petición ya que tienen miedo a las sanciones que esta deriva. 

 

 Que el acuerdo ministerial N° 4002 va en contradicción con la norma 

constitucional al no permitir el cambio de domicilio de las farmacias, así como 

el cambio de dueño, manifestando que son derechos intransferibles. 

 

  Que las personas que se encargan del control o vigilancia sanitaria en la ciudad 

de Ambato tienen desconocimiento de la ley ya que emiten resoluciones 

extemporáneas con respecto a las peticiones de los administrados. 

 

 El ARCSA Agencia de Regulación, Control y Vigilancia sanitaria como 

dependencia adjunta al Ministerio de Salud, no resuelve las solicitudes de 

silencio administrativo, temiendo a que los administrados acudan al derecho de 
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reposición, así como al derecho de apelación ante el superior creando 

congestionamiento en la administración pública. 

 

Recomendaciones: 

 

 De todo lo manifestado dentro del presente trabajo se recomienda reformar el 

Art. 28 de la ley de modernización, para que no sea necesario la aceptación por 

parte del funcionario y este emita el certificado de silencio administrativo, sino 

que se dé automáticamente sin certificación alguna y además para hacer la 

concordancia con nuestro nuevo COIP Código Orgánico Integral penal ya que el 

Código Penal no está en vigencia ya que fue derogado. 

 

 Que se debe permitir el derecho al trabajo en todas sus formas ya que es un 

derecho fundamental de las personas consagrado en la carta constitucional 

realiza por nuestros asambleístas en el año 2008  

 

 Que no sea necesario la certificación de silencio administrativo por parte de los 

funcionarios ya que ellos no van a emitir la misma por miedo a las sanciones por 

no haber despachado en los términos legales de ley de modernización del estado 

en concordancia con el ERJAFE Estatuto Régimen Jurídico Administrativo de 

la Función Ejecutiva 

 

 Que se respete la supremacía de la Constitución de la República del Ecuador en 

relación con las normas previstas en el acuerdo ministerial N° 4002. 

 

 Que las entidades de control y vigilancia sanitaria contraten personas afines a 

las ramas para evitar la vulneración de derechos de los administrados. 

 

 Que la Agencia de Regulación, Control y Vigilancia Sanitaria como 

dependencia adjunta al Ministerio de Salud, sea la encargado de resolver las 

solicitudes de silencio administrativo por economía procesal sin necesidad de 

recurrir a los recurso de reposición o de apelación y peor aún al trámite 

contencioso administrativo. 
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CAPÍTULO VI 

 

LA PROPUESTA 

 

DATOS INFORMATIVOS 

 

 TITULO: PROYECTO DE REFORMA A LA LEY DE 

MODERNIZACION DEL ESTADO EN SU ART. 28 SOBRE EL DERECHO 

DE PETICIÓN.  

 

INSTITUCIÓN EJECUTORA: Universidad técnica de Ambato 

 

BENEFICIARIOS: La administración pública y los administrados 

 

TIEMPO ESTIMADO PARA LA EJECUCÍON: Inicio: Enero del 2015; fin: 

abril de 2015. 

 

EQUIPO TÉCNICO RESPONSABLE: Segundo Torres 

 

COSTOS: 

 

Cuadro No. 21 Costo de la Propuesta  

ACTIVIDADES GASTOS 

Asesoramiento técnico científico $   2000  USD 

Asesoramiento jurídico $   4000 USD 

Materiales de oficina $     500  USD 

Transporte $     500 USD 

TOTAL                                      $  7000USD 

FUENTE: Estudio técnico 

ELABORADO: Segundo Torres
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Antecedentes de la propuesta 

 

Por el constitucional principio y garantía constitucional de que vivimos en 

Estado constitucional de derechos y justicia, en donde se encuentran envueltos los 

derechos de los administrados a realizar peticiones a la administración pública. 

 

Por el constitucional principio de seguridad jurídica, El Estado, durante el 

desarrollo de un proceso, de cualquier tipo, debe garantizar a las personas 

vinculadas al mismo el respeto por los derechos fundamentales y las garantías 

constitucionales. 

 

Porque contamos con un poder legislativo que es el encargado de realizar 

las leyes que cree necesario para la correcta convivencia social, así como reformar 

las pertinentes para que no afecten a la administración pública y peor aún vulneren 

derechos constitucionales. 

 

Como antecedentes prácticos para la elaboración de la reforma de la ley de 

modernización podemos enunciar las varias reformas realizadas por el poder 

legislativo como son la reforma de la ley de educación superior, la reforma de las 

Constitución de la República del Ecuador en el año 2008, la reforma del código 

penal así como el del código de procedimiento penal  mismos que se recogieron 

en solo cuerpo legal como es el COIP reforma que se realizó en el año 2014. 

 

En este sentido en la práctica de los actos administrativos en el tratamiento 

de las peticiones de los administrados que tienen a realizarse en base al derecho de 

petición, se inobserva el debido proceso en gran parte de sus actuaciones, omisión 

que degenera en la pureza de una decisión que se afecta de incertidumbre y no 

garantiza la mencionada seguridad jurídica, la vigencia del derecho a la defensa 

para luego recibir resoluciones negativas y extemporáneas. 

 

Específicamente la credibilidad de la administración pública, y de sus 

actuaciones es la que está en tela de duda por parte de los administrados que en 

este caso son las farmacias independientes de la ciudad de Ambato. 



93 

Objetivos 

 

 General: Formular un proyecto de ley de reforma al a la ley de 

Modernización del estado en su artículo 28 sobre el derecho de petición. 

 

Específicos: 

 

 Concretar en la realidad legislativa estos aspectos pertinentes a la 

especialización de la administración pública. 

 

 Evidenciar las fallas de la administración pública con respecto al Silencio 

Administrativo. 

  

Justificación 

 

  La existencia actual de una muy elevada probabilidad de no recibir una 

respuesta favorable a la petición de silencio administrativo por parte de la 

administración pública por miedo a las sanciones contra los funcionarios que 

emitan la certificación que manifiesta el Art 28 de la ley de modernización del 

estado hace de este tema algo indispensable y necesario de analizar a fondo. 

 

  El impacto social que se da en el mundo de la administración pública ha 

creado desconfianza de tal administración ya que se violan repetidamente 

derechos y garantías que consagra la Constitución y las  mismas que se hacen caso 

omiso y no se respeta la supremacía de la ley.  

 

  La reforma de ley se justifica por la aplicación directa de los principios de 

aplicación de la norma constitucional en concordancia con el principio de 

supremacía y de interpretación integral de la carta constitucional para poder 

reconocernos como un estado constitucional de derechos y justicia. 
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Análisis de Factibilidad 

 

POLÍTICO 

 

 La propuesta es factible políticamente ya que contamos con el poder 

legislativo que es el encargado de realizar las reformas legales pertinentes para 

poder determinar que vivimos en derechos y justicia. 

  

SOCIO-CULTURAL 

 

 Si bien es cierto es factible socialmente ya que la socialización de la 

misma permitirá que la administración ejerza sus funciones de mejor manera y 

que las personas o en este caso los administrados conozcan más acerca del 

derecho de petición y las solicitudes que se pueden presentar en favor de sus 

derechos ante la administración pública. 

 

Culturalmente  debemos manifestar que todas las personas debemos 

conocer la ley por cultura general ya que el desconocimiento de la misma no 

exime de culpa alguna.     

 

TECNOLÓGICA 

 

 El programa contará con una infraestructura tecnológica la misma que se 

deberá implementar en la administración pública para permitir el libre acceso de 

los administrados, y que estos puedan revisar el estado en que se encuentran so 

solicitudes basadas en el derecho de petición. 

 

ORGANIZACIONAL 

 

 Las entidades públicas se encuentran regidas por la administración pública 

la misma que es la encargada de la organización de dichas entidades y de 

implementar los mecanismos así como el personal necesario para evitar las 

falencias y vulneración de derechos de carácter constitucional. 
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FINANCIERA 

 

Podemos manifestar que es factible financieramente ya que el gobierno 

destina parte del presupuesto del estado para los sueldos de los funcionarios y en 

este caso de los legisladores, que son los encargados de realizar esta reforma.  

 

LEGAL 

 

 Desde el punto constitucional y legal es deber del Estado tutelar 

efectivamente los derechos humanos mediante la aplicación de las garantías 

constitucionales. 

 

FUNDAMENTACIÓN CIENTÍFICO TÉCNICA  

 

En la Ley de Modernización del Estado se establece que el silencio 

administrativo como garantía al derecho de petición, se encontraría contemplado 

en todos los casos; sin embargo, en la práctica, su falta de claridad, se ha 

convertido en una constante inobservancia por parte de la administración pública, 

debido entre otras cosas, a la carente coerción contra el administrador para su 

efectivo cumplimiento, más allá de las disposiciones sancionadoras que 

líricamente puedan existir, conllevan concomitantemente a que, dentro de las 

resoluciones emitidas con relación a los recursos administrativos planteados, se 

lesionen los derechos de los administrados, vulnerando de esta manera la tutela 

jurídica efectiva, que debe asegurarnos el Estado. 

 

Parte de la falta de claridad de la institución jurídica conocida como 

silencio administrativo, deriva de la carente legislación sobre el tema, pues la 

generalidad con la que se considera dichos postulados, han llegado a desfigurar la 

institución jurídica como tal, siendo imperativo en base al principio de legalidad, 

crear vía norma, los aspectos básicos en los que debe entenderse el silencio 

administrativo, de ahí entonces la razón de implementar en forma clara, vía 

norma, los casos en los que recae el silencio administrativo, tanto dentro del área 

del que debe entenderse, como el que debe aplicarse. 



96 

DESARROLLO DE LA PROPUESTA 

 

FORMULAR UN PROYECTO REFORMA A LA LEY DE 

MODERNIZACION DEL ESTADO EN SU ART 28 CON RELACIÓN AL 

DERECHO DE PETICIÓN DE LOS ADMINISTRADOS. 

 

 

 

 

 

 

 

 

LA ASAMBLEA NACIONAL DEL ECUADOR 

 

C O N S I D E R A N D O: 

 

 QUE, somos un Estado Constitucional de derechos y justicia .social 

democrática que respeta los derechos personales como colectivos. 

 

QUE, la Constitución de la República del Ecuador, en su Art. 82 establece 

El derecho a la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y 

en la existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las 

autoridades competentes. 

 

 QUE, dentro de los derechos de libertad, la Constitución de la República 

del Ecuador, en el artículo 66, número 2,dispone que se reconoce y garantiza a las 

personas el derecho a una vida digna, que asegure la salud, alimentación y 

nutrición, agua potable, vivienda, saneamiento ambiental, educación, trabajo 

empleo, seguridad social y otros servicios sociales. 

 

QUE, la Constitución de la República del Ecuador, en su Art. 169 del EI 

sistema procesal es un medio para la realización de la justicia. Las normas 
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procesales consagrarán los principios de simplificación, uniformidad, eficacia, 

inmediación, celeridad y economía procesal, y harán efectivas las garantías del 

debido proceso. No se sacrificará la justicia por la sola omisión de formalidades   

 

QUE, la Constitución de la República del Ecuador, en su Art. 227 de la 

Constituciones la republica que habla sobre los principios de la administración 

pública misma que dice: La administración pública constituye un servicio a la 

colectividad que se rige por los principios de eficacia, eficiencia, calidad, 

jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación, participación, 

planificación, transparencia y evaluación. 

 

 QUE, la Constitución de la República del Ecuador, en el Capítulo 

Noveno, título III articulo 84La Asamblea Nacional y todo órgano con potestad 

normativa tendrá la obligación de adecuar, formal y materialmente, las leyes y 

demás normas jurídicas a los derechos previstos en la Constitución y los tratados 

internacionales, y los que sean necesarios para garantizar la dignidad del ser 

humano o de las comunidades, pueblos y nacionalidades. En ningún caso, la 

reforma de la Constitución, las leyes, otras normas jurídicas ni los actos del poder 

público atentarán contra los derechos que reconoce la Constitución. 

 

QUE, es necesario reformar el Art. 28 de la Ley de Modernización del 

Estado con respecto al derecho de petición y la aplicación del silencio 

administrativo por parte de la administración pública. 

 

En uso de las atribuciones constitucionales y legales, expide la siguiente: 

 

REFORMA  A LA LEY DE MODERNIZACION DEL ESTADO EN SU 

ART. 28 CON RELACIÓN AL DERECHO DE PETICIÓN DE LOS 

ADMINISTRADOS. 

 

Art. 28.- DERECHO DE PETICION.- Todo reclamo, solicitud o pedido a una 

autoridad pública deberá ser resuelto en un término no mayor a quince días, 

contados a partir de la fecha de su presentación, salvo que una norma legal 
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expresamente señale otro distinto. En ningún órgano administrativo se suspenderá 

la tramitación ni se negará la expedición de una decisión sobre las peticiones o 

reclamaciones presentadas por los administrados. 

 

 En todos los casos vencido el respectivo término se entenderá por el silencio 

administrativo, que la solicitud o pedido ha sido aprobada o que la reclamación 

ha sido resuelta en favor del reclamante.  

 

Para este efecto, el funcionario competente de la institución del Estado tendrá la 

obligación de entregar, a pedido del interesado, bajo pena de destitución, una 

certificación que indique el vencimiento del término antes mencionado, que 

servirá como instrumento público para demostrar que el reclamo, solicitud o 

pedido ha sido resuelto favorablemente por silencio administrativo, a fin de 

permitir al titular el ejercicio de los derechos que correspondan.  

 

En el evento de que cualquier autoridad administrativa no aceptare un petitorio, 

suspendiere un procedimiento administrativo o no expidiere una resolución 

dentro de los términos previstos, se podrá denunciar el hecho a los jueces con 

jurisdicción penal como un acto contrario al derecho de petición garantizado por 

la constitución, de conformidad con el artículo 212 del Código Penal, sin 

perjuicio de ejercer las demás acciones que le confieren las leyes. 

 

La máxima autoridad administrativa que comprobare que un funcionario inferior 

ha suspendido un procedimiento administrativo o se ha negado a resolverlo en un 

término no mayor a quince días a partir de la fecha de su presentación, 

comunicará al Ministro Fiscal del respectivo Distrito para que éste excite el 

correspondiente enjuiciamiento. 

 

REFORMA  

 

1. Artículo 1.- Cámbiese el contenido del art 28 de la ley de modernización del 

estado por el siguiente contenido a fin de poder hacer valer el derecho de 

petición de los administrados sin vulnerar sus derechos: 
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Art. 28.- DERECHO DE PETICION.- Todo reclamo, solicitud o pedido a una 

autoridad pública deberá ser resuelto en un término no mayor a quince días, 

contados a partir de la fecha de su presentación, salvo que una norma legal 

expresamente señale otro distinto.  

 

En los casos que la administración pública sigue de oficio un proceso 

administrativo el mismo deberá ser resuelto en un término no mayor a sesenta 

días contados desde la fechas del auto de inicio del proceso administrativo. 

 

En ningún órgano administrativo se suspenderá la tramitación ni se negará la 

expedición de una decisión sobre las peticiones o reclamaciones presentadas por 

los administrados. 

 

En todos los casos vencido el respectivo término se entenderá por el silencio 

administrativo, que la solicitud o pedido ha sido aprobada o que la reclamación 

ha sido resuelta en favor del reclamante, sin necesidad alguna de que el 

funcionario competente de la institución del Estado, entregue al peticionario una 

certificación que indique el vencimiento del término antes mencionado. 

 

El peticionario podrá pedir por escrito que se siente una razón del tiempo 

trascurrido desde que la administración pública avoco conocimiento de la causa, 

razón que será sentada por el secretario jurídico o asesor jurídico de la entidad 

pública, razón que será suficiente para dar por terminado la tramitación de la 

causa. 

 

En el evento de que cualquier autoridad administrativa no aceptare un petitorio, 

suspendiere un procedimiento administrativo o no expidiere una resolución 

dentro de los términos previstos, se podrá denunciar el hecho ante la autoridad 

máxima de la entidad pública la misma que está en la obligación de seguir en 

contra del funcionario un trámite Administrativo de destitución. 

 

La máxima autoridad administrativa que comprobare que un funcionario inferior 

ha suspendido un procedimiento administrativo o se ha negado a resolverlo en un 
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término no mayor a quince días a partir de la fecha de su presentación, o de 

sesenta días si es de oficio la máxima autoridad realizar el trámite pertinente en la 

vía administrativa para la destitución del funcionario. 

 

2. Artículo 2.-Derogatoria: Se derogan todas las leyes generales y especiales 

que se opongan a la presente ley reformatoria, en especial las referentes a la 

vulneración de derechos de los administrados 

 

3. DISPOSICION TRANSITORIA.-En lo no previsto en esta reforma se deberá 

aplicar lo establecido en la Constitución de la República del Ecuador.  

 

4. DISPOSICION FINAL.- Esta ley reformatoria entrará en vigencia en 120 

días  a partir de su publicación en el Registro Oficial, lapso en el cual  se 

creara los departamentos técnicos necesarios así como implementara el 

recurso humano para el correcto funcionamiento de los mismos.  

 

Dado  y suscrito, en la sede de la Asamblea Nacional ubicada en el Distrito 

Metropolitano de Quito, provincia de Pichincha a los 2 días del mes de febrero del 

año 2015  

 

 

Gabriela Rivadeneira Burbano 

Presidenta de la Asamblea Nacional del ecuador 
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METODOLOGÍA MODELO OPERATIVO 

  

 OBJETIVO: Concretar en la realidad legislativa estos aspectos pertinentes a la especialización de la administración pública. 

 

ACTIVIDADES 

TIEMPOS  

RESPONSABLE 

 

MATERIALES 

 

PARTICIPANTES 

 

COSTO MES 1 MES2 MES 3 MES 4 

Recaudar 

Información 

×                Segundo Torres Encuestas UNIVERSIDAD 100 US 

Preparar 

Materiales 

 × × ×             Segundo Torres Estudio técnico Segundo Torres 100 USD 

Gestionar 

Financiamiento 

     × × ×         Segundo Torres Proformas de 

crédito 

UNIVERSIDAD 50 USD 

Gestionar 

Materiales 

       ×  × ×      Segundo Torres Oficios UNIVERSIDAD 50 USD 

Gestionar el 

Local 

           × × ×   Segundo Torres Planta física UNIVERSIDAD Propio 

Contratar 

Profesionales 

            × × × × Segundo Torres  Proformas Convenio con 

autoridades 

2000US 

Cuadro No. 22 Metodología Modelo Operativo 

FUENTE: Objetivos 

ELABORADO: Segundo Torres 
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METODOLOGÍA MODELO OPERATIVO 

 

 OBJETIVO: Evidenciar las fallas de la administración pública con respecto al silencio administrativo. 

 

ACTIVIDADES 

TIEMPOS  

RESPONSABLES 

 

MATERIALES 

 

PARTICIPANTES 

 

COSTO MES 1 MES2 MES 3 MES 4 

Recaudar 

Información 

× ×               Segundo Torres Encuestas UNIVERSIDAD 100 US 

Preparar 

Materiales 

   × ×            Segundo Torres Estudio técnico Segundo Torres 100 USD 

Gestionar 

Financiamiento 

   ×  ×           Segundo Torres Proformas de 

crédito 

UNIVERSIDAD 50 USD 

Gestionar 

Materiales 

       ×  ×       Segundo Torres Oficios UNIVERSIDAD 50 USD 

Gestionar el 

Local 

            ×    Segundo Torres Planta Física UNIVERSIDAD Propio 

Contratar 

Profesionales 

            ×  × × Segundo Torres Proformas Convenio con 

autoridades 

2000US 

Cuadro No. 23 Metodología Modelo Operativo 
FUENTE: Objetivos 

ELABORADO: Segundo Torres 
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Modelo Operativo  de la Socialización de la propuesta 

 

 

 

ETAPAS  METAS  ACTIVIDADES  RECURSOS RESPONSABLES  

Inicial  Planeación  - Objetivos definidos en 

100% para para la 

socialización de la 

reforma a la ley de 

modernización. 

- Estrategias definidas 

para la implementación de 

la reforma en el registro 

oficial 

- Reuniones del pleno de la 

Asamblea Nacional  

- Desarrollar interés sobre 

resultados futuros. 

- Aprobación del ejecutivo  

Humanos: 

Asamblea Nacional  

Presidencia de la 

Republica  

Materiales: 

- Computadora 

- Impresora 

- Hojas 

- Copias. 

- Bolígrafos- 

Asamblea Nacional  

Presidencia de la Republica   

Dos Organización - Cumplimiento de 

tareas. 

-Reuniones del pleno de la 

Asamblea nacional 

 -Designar la Comisión técnica 

responsable. 

Humanos 

-Comisión Técnica  

Materiales:  

-Acuerdos 

-Convenios 

-Computadora 

-Impresora 

Comisión técnica  

Tres  Dirección y 

Funcionamiento 

Designara el personal 

necesario para la 

socialización a la 

población y a los 

funcionarios de la 

Designación del cronograma de 

capacitación para los funcionarios 

públicos  

Designación del equipo técnico 

responsable  

Humanos 

Asamblea nacional  

Presidencia de la 

Republica 

 Comisión técnica    

Funcionarios del estado 

encargados de socializar la 

reforma de ley    
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administración publica  -Asignación de deberes y 

responsabilidades  

-Planificar las actividades de 

ejecución del proyecto. 

 

Cuarto Ejecución  -Se brinda socialización y 

capacitación de todos los 

funcionarios públicos que 

trabajen para la 

administración.  

-Recepción de inquietudes   

-Derivación al equipo técnico para 

obtener la primera información.  

- Proporcionar la información 

necesaria mediante panfletos para 

que la interpretación sea más 

practica 

-Realizar planes de seguimiento y 

control. 

-Elaboración de informes de 

seguimiento  

- Se capacitará al equipo técnico 

de manera permanente  

  

Humanos 

Directores de los 

Ministerios de Gobierno  

Materiales  

Fichas  

Informes  

Planta informática 

 Computadoras 

 Impresoras  

 Grabadoras  

 Cámaras 

fotográficas 

 

Directores de los 

Ministerios, direcciones y 

subdirecciones provinciales 

y regionales. 

 

Cinco Cierre -Aplicación de la reforma 

a la ley de modernización 

del estado por las 

entidades públicas.   

-Elaboración de informes de 

desempeño de los funcionarios 

respecto al derecho de petición de 

los administrados 

 

Humanos 

Directores encargados de 

las entidades de 

administración publica  

Departamento jurídico de 

las instituciones publicas  

Materiales  

-Computadora 

Directores  de las 

direcciones y 

subdirecciones regionales. 
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-Impresora 

-Hojas 

-Fichas del Modelo 

-Bolígrafos 

-Lápices  

 

Seis Control, 

Monitoreo y 

Evaluación 

- Monitoreo de un 100% 

En la aplicación correcta 

de la ley de 

Modernización del Estado  

 

Reunión de directores y 

subdirectores de la administración 

publica  

Socialización con la ciudadanía. 

Informe de logros, avances y 

dificultades  

Humanos: 

Presidente de la republica  

Asamblea nacional  

Directores y subdirectores 

regionales  

 

Segundo Torres   

Cuadro No. 24 Modelo Operativo  de la Socialización de la propuesta 
FUENTE: Propuesta 

ELABORADO: Segundo Torres  
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PREVISIÓN DE LA EVALUACIÓN 

 

 ¿QUIÉNES 

SOLICITAN 

EVALUAR? 

¿POR QUÉ 

EVALUAR? 

¿PARA QUÉ 

EVALUAR? 

¿QUÉ 

EVALUAR? 

¿QUIÉN 

EVALUA? 

¿CÚANDO 

EVALUAR? 

¿CÓMO 

EVALUAR? 

¿CON QUÉ 

EVALUAR? 

OBJETIVO    

N° 1 

 

Concejo Directivo de 

la Universidad 

Para dar 

cumplimiento 

Para verificar 

si ha existido 

propuestas 

similares 

Conocimientos UNIVERSIDAD  Mes de 

noviembre 

En relación 

al trabajo 

realizado 

Fichas 

técnicas 

OBJETIVO    

N° 2 

 

ARCSA Dejar 

constancia 

del trabajo 

realizado 

Para ver 

ventajas del 

silencio 

administrativo  

Factibilidad de 

la propuesta 

UNIVERSIDAD Mes de 

diciembre 

 

 Por las 

metas 

alcanzadas 

Anexos 

OBJETIVO    

N° 3 

 

FARMACIAS 

INDEPENDIENTES  

Por alcanzar 

resultados 

Para analizar 

los derechos 

vulnerados  

Ventajas y 

desventajas  

Profesionales del 

derecho  

Mes de enero Por el 

desarrollo de 

la propuesta 

Proyectos 

Cuadro No. 25 Previsión de la Evaluación 
FUENTE: Propuesta 

ELABORADO: Segundo Torres  
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Boletas de encuesta valida a ser aplicada a los  a los funcionarios del ARCSA 

Ambato así como a los dueños o representantes legales de las farmacias 

independientes de la ciudad de Ambato. 

 

 

 

UNIVERSIDAD TECNICA DE AMBATO 

FACULTAD DE JURISPRUDENCIA Y CIENCIAS SOCIALES  

CARRERA DE DERECHO 

 

OBJETIVO: Estudiar la problemática sobre el Silencio Administrativo en las 

entidades públicas  y la vulneración de derechos de los administrados.  

 

Instrucciones.- Marque con una X entre los paréntesis de la respuesta que 

considere correcta. 

PREGUNTAS DE LA ENCUESTA 

1. ¿Conoce que es el silencio administrativo? 

Si     (       )     No     (        )  

 

2. ¿Conoce los efectos jurídicos que produce la aceptación del silencio 

administrativo? 

Si     (       )     No     (        )  

   

3. ¿Conoce qué es el derecho de petición que tienen los administrados? 

Si     (       )     No     (        )  

 

4. ¿Conoce que hacer cuando las resoluciones de la administración 

vulneran derechos constitucionales? 

Si     (       )     No     (        ) 

 

5. ¿Conoce que acciones legales se puede seguir en contra de los 

funcionarios que no confieran el silencio administrativo? 

Si     (       )     No     (        )  

Fecha  

 

 

Dd 

 

Mm 

 

Aa 
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6. ¿Conoce cuáles son los derechos del administrado? 

Si     (       )     No     (        ) 

  

7. ¿Está de acuerdo en que se sancione mediante un sumario administrativo 

a los funcionarios que no certifiquen el silencio administrativo? 

Si     (       )     No     (        ) 

  

8. ¿Los administrados tienen derechos constitucionales? 

Si     (       )     No     (        )  

 

9. ¿La administración pública está en la obligación de respetar los derechos 

de los administrados?  

Si     (       )     No     (        )  

  

10. ¿La administración está en la obligación de hacer lo más favorable al 

administrado en casos de oscuridad? 

Si     (       )     No     (        )  
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